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UNA REVOLUCIÓN POLÍTICA 
Y RELIGIOSA: LA JUNTA Y EL CISMA 
DEL SOCORRO (1810) 


A POLITICAL AND RELIGIOUS 
REVOLUTION: THE JUNTA AND THE 
SCHISM OF EL SOCORRO (1810) 


ADRIANA CATALINA GUTIÉRREZ GÓMEZ 
Investigadora independiente (Colombia) 


RESUMEN. Siguiendo los pasos de la revolución cons- 
titucionalista en la provincia neogranadina del Socorro, 
este artículo pretende caracterizar brevemente los efectos 
de las ideas de la modernidad política sobre el vínculo so- 
cial que unía a los pueblos con la monarquía española en 
el contexto de la acefalía regia producida por la invasión 
napoleónica. Este estudio busca resaltar los aspectos ju- 
ridico-políticos y filosóficos de la revolución secesionista, 
con especial atención en los alegatos relacionados con la 
llamada reversión de la soberanía, para destacar, a Su vez, 
las consecuencias que ésta tuvo sobre las relaciones entre 
la Iglesia y el nuevo Estado en formación. 


PALABRAS CLAVE. Constitucionalismo neogranadi- 
no. Guerras de independencia. Invasión napoleónica de 
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España. Soberanía. Cisma del Socorro. Nueva Granada. 
Relaciones Iglesia y Estado. 


ABSTRACT. Following the moves of the constitution- 
alist revolution within the neogranadian province of El 
Socorro, this article attempts to characterize the effects 
of modern politics? ideas on the social bond that linked 
peoples to the Spanish monarchy in the context of the 
king's absence produced by the Napoleonic invasion. This . 
study seeks to emphasize on the juridical, political and 
philosophical elements of the independentist revolution, 
with special reference to the arguments related to the so- 
called «sovereignty's reversion» in order to highlight the 
consequences of this revolution on the Church and the 
new State relations. 


KEY WORDS. Constitutionalism in Nueva Granada. 
Independence wars. Spanish Napoleonic invasion. Sove- 
reignty. Schism of El Socorro. Nueva Granada. Church 
and State relations. 


«Los hereges, [...] para investirse el falso título 
de reformadores, sinque los haga odiosos la no- 
vedad, ni se les acuse de novadores, se cubren 
con el respeto de la antigúedad: fingen que 
tratan de restituir la disciplina antigua, y no 
se embarazan en acusar á la Iglesia de errores 
intolerables» (José Antonio de Torres y Peña, 
Precaución contra el Manifiesto, que trata de 
alucinar a los sencillos, y cohonestar el cisma del 
Socorro, Santafé de Bogotá, Imprenta Patriótica 
de Nicolás Calvo y Quixano, 1811). 


1. Introducción 


Es mayo de 1808: una agitación recorre los nervios del in- 
menso territorio hispano. El hace poco aclamado príncipe de 
Asturias, hoy Fernando VII, ha abdicado en Napoleón y éste, 
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a su vez, ha coronado a su hermano José como rey de España y 
las Indias. Las gentes españolas, que desde hacía tiempo se sen- 
tían recelosas de las tropas francesas apostadas en la Península, 
estallan contra un invasor que ha probado derramar sangre en 
altares y tronos. 


Pronto, la reacción contra el invasor, casi espontánea para el 
espectador desprevenido, sumará a la vacancia regia aspectos jurí- 
dicos, filosóficos y políticos que cambiarán el curso de la historia. 
Una generación de hombres ilustrados, que han observado —ya 
con esperanza, ya con horror— las revoluciones norteamericana 
y francesa, protagonizará la propia. 


Los españoles americanos han sabido la noticia y rápida- 
mente se han puesto en marcha todos los actos protocolarios 
e institucionales para jurar lealtad a Fernando VII y movilizar 
recursos a favor de su liberación y en apoyo a la patriótica re- 
sistencia en la Península. Todas las ciudades y villas españolas 
a uno y otro lado del Atlántico han empezado a formar juntas 
provinciales ante la acefaliía monárquica desconociendo el reinado 
del invasor y, si bien la victoria de Bailén y la defensa de Zaragoza 
dan aliento a la resistencia, pronto se constituye una Junta Cen- 
tral Suprema y Gubernativa del Reino, que se reunió en Aranjuez 
por primera vez el 25 de septiembre de 1808, ante la necesidad 
de una defensa unificada del vasto imperio. 


La evolución de los acontecimientos bélicos en la Penínsu- 
la precipitó decisiones en ambos continentes, pues se daba una 
oportunidad, a la vez inesperada y angustiosa, para los criollos 
que desde hacía tiempo deseaban y hasta conspiraban para lograr 
un gobierno conforme al calor de los tiempos que les permitiera 
tomar las riendas con mayor autonomía. Aquí merece la pena 
concentrarse en los sucesos e intentar comprender, desde las sue- 
las de estos hombres, lo que ocurría, lo que deseaban o temían y 
lo que proyectaban que sobreviniera. 


Así, la huida de la Junta primero a Sevilla y finalmente a 
Cádiz y los constantes rumores sobre la inminencia de la llegada 


1 Archivo Histórico Nacional de España, Fondo Estado, leg. 1, n. 1, 
disponible para consulta en línea en el sistema PARES: http://pares.mcu.es/ 
ParesBusquedas20/catalogo/show/2726289%nim 
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de las tropas napoleónicas a América; el curso mismo de la gue- 
rra que hacía suponer, a medida que avanzaban los meses, que la 
pérdida de la Península era inevitable; los nexos (imaginados o 
reales) de los funcionarios de la Corona en América con ministros 
serviles o afrancesados, especialmente los llamados «favoritos de 
Godoy»?; y la torpeza política de las instituciones de facto que 
se erigían en Aranjuez, Madrid, Sevilla y finalmente Cádiz res- 
pecto al tratamiento de las provincias americanas resultaron en 
un poderoso coctel que condujo a los notables criollos a creer 
razonablemente que las circunstancias exigían aproximaciones 
arriesgadas. Los neogranadinos apostarían muy temprano por 
esta clase de fórmulas. 


Cuando llegaron las noticias sobre la disolución de la Junta 
de Sevilla, ocurrida en enero de 1810, y su escape a Cádiz, el úl- 
timo rincón de la península en el Atlántico, la frágil unidad en el 
reconocimiento de una autoridad metropolitana que gobernara 
en nombre del rey cedió: los cabildos criollos se fragmentaron y el 
norte del continente suramericano se convirtió en una explosión 
de «nuevas legitimidades» en pugna consigo mismas y con viejas 
lealtades. 


En abril, una revolución en Caracas obligó a Vicente de Em- 
parán —por entonces Capitán General de Venezuela— a renunciar. 
El cabildo caraqueño entonces se constituyó como Junta Suprema 
y desconoció la Regencia en Cádiz*. Casi en simultáneo, la noti- 


2 Expresión que alude al ministro y secretario de Estado de Carlos IV, 
Manuel Godoy (1767-1851), hombre poco estimado entre las gentes espa- 
ñolas por sus políticas y por el papel que desempeñó en la negociación del 
tratado de Fontainebleau (1807) que había dado oportunidad a las tropas 
napoleónicas para la ocupación. 

3 Resulta interesante observar que las razones aducidas por la Junta 
para desconocer al Consejo de Regencia hacen, desde ya, alusión a principios 
del gobierno representativo, el ejercicio de la soberania y a la constitución: 
«Y aunque, según las últimas o penúltimas noticias derivadas de Cádiz, 
parece haberse sustituido otra forma de gobierno con el título de Regencia, 
sea lo que fuese de la certeza o incertidumbre de este hecho, y de la nulidad 
de su formación, no puede ejercer ningún mando ni jurisdicción sobre estos 
países, porque ni ha sido constituido por el voto de estos fieles habitantes, 
cuando han sido ya declarados no colonos sino partes integrantes de la Co- 
rona de España, y como tales han sido llamados al ejercicio de la soberanía 
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cia de la instauración de la Junta en Caracas llegó a Cartagena 
de Indias con los enviados por el Consejo de Regencia, Carlos 
Montúfar (hijo del afamado Marqués de Selva Alegre, precursor 
de las innovaciones de 1809 en Quito) y Antonio Villavicencio, 
quiteño también*. En mayo, el cabildo cartagenero decidió el es- 
tablecimiento de una «Junta de Gobierno y seguridad», pero por 
mediación de Villavicencio se terminó decantando por una alter- 
nativa más cautelosa reconociendo a la Regencia e imponiéndole 
al Gobernador dos co-administradores. Sin embargo, los recelos 
hacia la nueva autoridad gaditana no tardaron en manifestarse 
en el Reino: a principios de julio, el cabildo de Cali (suroccidente 
del Reino) convocó una sesión extraordinaria en la que se dio un 
reconocimiento condicionado al Consejo de Regencia y, poco 
después, serían los sucesos de El Socorro y Santafé los que darían 
fuerza al movimiento juntista en la Nueva Granada. 


El 10 de julio de 1810, luego de una tumultuosa noche de 
confusión y varios muertos, las tensiones entre el corregidor, don 
José Valdés (peninsular), y algunos criollos que agitaban a las 
gentes del Socorro aumentaron cuando las tropas del corregidor 
se refugiaron en el convento de los capuchinos (religiosos de or1- 
gen europeo también). Una numerosa cantidad de paisanos atacó 
y el corregidor optó por entregarse”. Se instauró entonces una 


interina y a la reforma de la constitución nacional [...)», «Acta del 19 de abril 
de 1810», transcrita en Inés QUINTERO MONTIEL y Armando MARTÍNEZ GAR- 
NICA (comps.), Actas de formación de juntas y declaraciones de independencia 
(1809-1822), tomo I, Bucaramanga, División Editorial y de Publicaciones 
UIS, 2008, pp. 152-153. 

4 La sucesión de eventos en el Reino respecto a la erección de juntas 
se encuentra muy bien descrita en Isidro VANEGAS USECHE, La Revolución 
Neogranadina, Bogotá, Kimpres Ltda., 2013, pp. 87-92. 

5 Es sugestivo que el acta de formación de la Junta de la villa del 
Socorro inicie con estas acusaciones contra el corregidor: «La provincia del 
Socorro, siempre fiel a su legítimo Soberano y constantemente adicta a la 
justa causa nacional, ha sufrido por espacio de un año al corregidor don José 
Valdés Posada, que con una actividad y celo sin igual ha querido sostener 
entre nosotros las máximas de terror y espanto dignas del infame favorito 
Godoy...», «Acta de formación de la Junta de la villa del Socorro», trans- 
crita en Inés QUINTERO MONTIEL y Armando MARTÍNEZ GARNICA (COMPS. ), 
Actas de formación de juntas..., tomo l, cit., p. 299. 
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Junta Suprema de gobierno —encabezada por Lorenzo Plata—, 
se redactó un memorial dirigido al virrey con la narración de los 
acontecimientos y con un tono francamente amenazante, que se 
envió a Santafé el 16 de julio con el mandato de dejar copias 
del documento en los cabildos de Vélez y de Tunja «para que 
siguiendo el ejemplo del Socorro, procedieran a instalar su Junta 
Suprema, y con la amenaza de los santafereños de que si no la 
constituían irían los socorranos a integrarla por la fuerza de las 
armas». Las primeras medidas que tomaría esta Junta serían la 
abolición del tributo indígena, la repartición en propiedad de las 
tierras de los resguardos? y la libertad para la siembra y comercio 
de tabaco, así como la eliminación del respectivo estanco?. 


Cuando el documento socorrano llegó a Santafé, la revolu- 
ción del 20 de julio se habia consumado; no obstante, las not1- 
cias de los eventos de aquella provincia al parecer precipitaron, o 
cuando menos incentivaron, la realización de los de la capital del 
Reino”. Con una premeditada actuación que buscaba mostrar a 
«chapetones» (peninsulares) como enemigos de los americanos, 


6 Horacio RODRÍGUEZ PLATA, Andrés Maria Rosillo y Meruelo, Bogotá, 
Editorial Cromos, 1944, p. 172. Respecto a los acontecimientos de esta fecha 
en El Socorro, Rodríguez Plata resalta el carácter premeditado de la revuelta 
y señala que se trata de una absurda conjetura suponer que la rebelión fuera 
espontánea, Ibid. 

7 Estas medidas relacionadas con los resguardos indigenas probable- 
mente fueran motivadas por una cuestión demográfica, pues al tratarse de 
una zona de fundación tardía (siglo XVIIT). la región no tenía población 
indigena densa y el mayor aporte demográfico era mestizo, cfr. John L. PHE- 
LAN, El pueblo y el rey, 2? ed., Bogotá, Editorial Universidad del Rosario, 
2009, p. 242. 

8 Cfr. Armando MARTÍNEZ GARNICA, «La reasunción de la soberanía 
por las provincias neogranadinas durante la primera república», Anuario de 
Historia Regional y de las Fronteras (Bucaramanga), vol. 7, n. 1 (2002), p. 19. 

9 En el acta del cabildo extraordinario de Santafé (con la cual se ins- 
taló la Junta Suprema) se lee que las multitudes que habian concurrido a la 
revolución estaban «en la mayor división y recíprocas desconfianzas» luego 
de conocer los acontecimientos del Socorro, transcrita en Inés QUINTERO 
MONTIEL y Armando MARTÍNEZ GARNICA (comps.), Actas de formación de 
juntas y declaraciones de independencia (1809-1822). Reales Audiencias de 
Quito, Caracas y Santa Fe., t. 11, Bucaramanga, División Editorial y de 
Publicaciones UIS, 2008, p. 14. 


Fuego y Raya, n. 25, 2023, pp. 13-58 


LA JUNTA Y EL CISMA DEL SOCORRO (1810) 19 


notables criollos crearon una oportunidad para la antipatía de las 
masas que condujera a la deposición de las autoridades virreinales 
y la instalación de una Junta Suprema, siguiendo los ejemplos de 
Caracas y El Socorro. Creemos que la narración de los hechos 
por parte de un sacerdote de la época contiene puntos que revelan 
mucho más de lo que se ha querido establecer como relato oficial, 
demostrando el carácter heterogéneo y no lineal de la revolución. 
Por eso, transcribimos pasajes clave del documento por el interés 
que pueden suscitar las apreciaciones de este personaje: 


«[...] Luego que llegó a Santafé la noticia de la sublevación 
del Socorro, concibieron los hombres la suerte infeliz que 
se aparejaba al Reino [...] sobre lo que estribó la ruidosa 
revolución de Santafé de Bogotá del 20 de julio de 1810. 
Sin duda se escogió este día por imitar más supersticiosa- 
mente la revolución francesa, de que quisieron fuese ésta 
un remedo [...]. Habiase recomendado por el cabildo a don 
Lorenzo Marroquín de la Sierra el recibimiento del comi- 
sionado de la Regencia don Antonio Villavicencio. Halla- 
base en la tienda de Llorente con don Luis Rubio, muy 
amigo y favorecido del mismo Llorente. Pidióle prestada 
Marroquín una pieza de charol para servirse de ella en el 
refresco; excusóse Llorente con que de haberla prestado 
otras veces se ¡iba maltratando y perdía su valor; ofendióse 
Rubio suponiendo que Llorente se había explicado con 
incomodidad, en despique de una expresión agria y depre- 
siva que el mismo Rubio le acababa de decir zahiriéndole 
su charol. Llegóse allí don Francisco Morales, y no bas- 
tante que repitiese Llorente muchas veces que él no había 
proferido la expresión que se le atribuía en desprecio de 
los americanos, se acercó furioso Antonio Morales, hijo 
de don Francisco, y tomando la vara de medir comenzó a 
darle de palos. Llorente salió huyendo y se refugió en casa 
de Marroquín. 


Lo cierto que ya la farsa estaba dispuesta para aquel día, 
como después se decía públicamente, y que la tenían re- 
suelta y preparada para las dos de la tarde [...]. Llorente 
volvió en silla de manos a su casa, y ya se habían juntado 
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con los Morales, Carbonell y otros, a quienes escoltaban 
con piedras en las manos algunos mozos del pueblo bajo 
[...]. Llegó el alcalde ordinario don José Miguel Pey, y 
por seguridad de la persona del inocente, según la pia- 
dosa práctica que desde entonces comenzó a guardarse, 
llevó a Llorente a la cárcel y le remachó un par de grillos. 
Luego fueron saliendo a la plaza mayor y calles Reales 
[...], mezclados con revendedores y revendedoras y otra 
canalla, los famosos héroes de la renovada Cundinamar- 
ca, con sables y puñales desnudos y dando gritos como 
unos desesperados, sin saberse hasta entonces quién era 
el enemigo [...]. 


Congregados en la Sala del Ayuntamiento los que se ha- 
bían convocado a la Junta, fueron sólo a ser aquella noche 
meros testigos y espectadores de la instalación que se llamó 
Suprema Junta, y autorizarla con sus firmas sin atreverse 
a chistar, porque estaban rodeados de trabucos, pistolas, 
sables y puñales de la gente que llenaba las salas y galería 
del Cabildo, amenazados de la vocería confusa del popu- 
lacho que estaba en la plaza; y se les había intimado que 
moriría cualquiera que se opusiese a la voluntad del pueblo 
soberano, por don José de Acevedo y Gómez, Regidor del 
cabildo, que ya se había publicado Tribunal del pueblo. 
Y con todo el que concurrió y se hizo concurrir aquella 
noche a la plaza, no era la cuarta parte de la población de 
Santafé [...]. 


Quedó al fin todo concluído, y lograda la victoria a las cua- 
tro de la mañana, aunque reconocida y jurada la Regencia; 
pero como ellos tenían intención de absolverse después 
porque tenian escrúpulo de este juramento, esto no les 
daba cuidado»'”. 


10 José Antonio DE TorREs Y PEÑA, Memorias sobre la revolución y 
sucesos de Santafe de Bogotá, en el trastorno de la Nueva Granada y Vene- 
zuela, ed. Guillermo HERNÁNDEZ DE ALBA, Biblioteca de Historia Nacional, 
Editorial Kelly, 1814, pp. 115-120. 
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Siguieron luego Tunja, Neiva, Girón y Pamplona a los pocos 
días, y finalmente Cartagena se decidió en agosto a formar una 
Junta Provincial Gubernativa. En los meses posteriores, Santa 
Marta, Popayán, Antioquía, Citará, Timaná en Garzón, San 
Martín, Casanare y Nóvita harán lo propio, si bien con fórmulas 
que no necesariamente son las mismas respecto al reconocimiento 
del Consejo de Regencia''. 


Para finales de 1810, la conformación del nuevo gobierno 
en el Reino, bajo las distintas formulaciones que hacía cada pro- 
vincia y particularmente respecto al reconocimiento de una au- 
toridad peninsular o no, era ya una realidad. El lenguaje de la 
soberanía de los pueblos y de la reasunción de sus derechos para 
gobernar en nombre del rey cautivo se encuentra en todas las 
declaraciones y disposiciones de estos cuerpos, aunque los efectos 
jurídico-políticos fueran diversos según la provincia y sus intere- 
ses!”, El centro de este capítulo será indagar sobre las consecuen- 
clas jurídicas, políticas y religiosas de las medidas tomadas por el 
nuevo gobierno del Socorro, como antesala a la transformación 
que empezaba a configurarse en el Reino. 


11 Para conocer con mayor detalle las fechas, demandas y determina- 
ciones de cada uno de estos cuerpos conformados a lo largo de la segunda 
mitad de 1810, ver: Isidro VANEGAS UsecHE, La Revolución Neogranadina..., 
cit., pp. 99-100, 

12 Los conflictos derivados de la conformación de este nuevo go- 
bierno, ya fuera manteniendo la adhesión al Consejo de Regencia o recha- 
zándolo, no sólo se dieron entre las provincias que reconocían y las que 
desconocian la autoridad de la Regencia respectivamente, sino también por 
asuntos de jurisdicción que pronto empezaron a provocarse entre capitales de 
provincias y otros municipios que, ante la nueva situación política, buscaron 
independizarse de aquellas creando así mismo una fragmentación profunda, 
como bien lo expone Guerra en Frangois-Xavier GUERRA, «Lógicas y ritmos 
de las revoluciones hispánicas», en Las revoluciones hispánicas: independen- 
cias americanas y liberalismo español, Madrid, Editorial Complutense, 1995, 
pp. 13-46. En el caso neogranadino, estas tensiones crearán el escenario para 
las negociaciones diplomáticas y las guerras intestinas en la búsqueda de una 
restauración de la unidad politica perdida, cuyo valor ha sido resaltado en 
la excelente obra: Daniel GUTIÉRREZ ARDILA, Un nuevo reino: geografía polí- 
tica, pactismo y diplomacia durante el interregno en Nueva Granada, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2010. 
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2. La revolución política y constitucional del Socorro 


La villa del Socorro inició como un pequeño caserío y «una 
estación para cambiar mulas y caballos y conseguir provisiones 
frescas en el camino real que desde 1580 unía a Vélez en el sur con 
Pamplona en el norte»'*. Durante el siglo XVII, un crecimiento 
demográfico sostenido le permitió, en 1771, obtener de Carlos III 
el rango de villa mediante real cédula del 25 de octubre. Este cam- 
bio en su demografía se debió, en buena medida, a factores de flo- 
recimiento económico que hicieron del Socorro un centro agrícola 
y comercial pujante que, lenta pero continuamente, le permitieron 
competir con ciudades y parroquias de la región como Tunja, 
Vélez y San Gil y convertirse hacia finales del siglo en una pro- 
vincia próspera!*, Desde luego las enemistades por competencia 
con estas otras poblaciones serían también fuente de conflictos 
que estallarían en forma de reclamos entre «legitimidades nuevas» 
durante la época de la revolución que analizaremos. 


La causa del crecimiento económico del Socorro se encuen- 
tra en su posición geográfica: ubicado en tierras fértiles, se cul- 
tivaban no sólo la caña, el banano, el maíz, la yuca y se mante- 
nía ganado'*, sino que también la producción a gran escala de 
algodón fomentó una industria textil que, si bien era modesta 
y muy doméstica, competía con Tunja, que era la capital de la 
provincia!*. 

El Socorro no haría su primer gran lance a la historia du- 
rante el periodo de la crisis monárquica que aquí estudiamos, 
sino poco antes: en 1781, uno de los mayores hitos de la historia 


13 John L. PHELAN, Op. cit., p. 61. 

14 De acuerdo con PHELAN, a mediados de siglo la parroquia del Soco- 
rro producía más rentas que las percibidas por el obispo de Santa Marta en 
toda su diócesis., 7bid., p. 61. En la instrucción del Socorro al diputado a la 
Junta Central Gubernativa de España e Indias (20/octubre/1809), el Cabildo 
del Socorro expone una situación económica favorable similar, cfr. Isidro 
VANEGAS USECHE (comp. ), El constitucionalismo revolucionario (1809-1815), 
Bucaramanga, Universidad Industrial de Santander, 2012, p. 45. 

15 Cfr. John L. PHELAN, op. cit., pp. 61-62 e Isidro VANEGAS USECHE 
(comp.), El constitucionalismo revolucionario..., cit., p. 45. 

16 Cfr. John L. PHELAN, Op. Cit., pp. 62 y 242. 
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virreinal de la Nueva Granada tendría por protagonistas a los 
socorreños en la llamada «Revolución de los Comuneros». En 
efecto, «unos veinte mil hombres y mujeres de esa tierra [...] 
orgullosa, mal armados pero enardecidos, marcharon a la pobla- 
ción de Zipaquirá situada a un día de camino de Bogotá, para 
exigir que los ministros del rey Carlos III de España repudiaran 
toda una serie de medidas fiscales y administrativas, introduci- 
das brutalmente. La capital se hallaba virtualmente indefensa. 
El rollizo y astuto arzobispo de Santa Fe de Bogotá, Antonio 
Caballero y Góngora, en nombre de las autoridades firmó las 
capitulaciones de Zipaquirá en las que se derogaba el programa 
de Carlos IID»””. 


La importancia de este suceso radica no sólo en la centra- 
lidad del pueblo socorreño en las manifestaciones que exigían 
justicia bajo el lema «¡Viva el rey y muera el mal gobierno!» 
respecto a las exacciones impuestas —fenómeno que, por cierto, 
no fue exclusivo de la Nueva Granada-, sino especialmente por- 
que alguna historiografía posterior ha querido advertir en este 
reclamo un antecedente inmediato y directo a las pretensiones 


de la revolución del movimiento de independencia política de 
1810%, 


Podrían ser varias las aproximaciones a este tema a efectos 
de acercarnos a nuestro objeto de estudio, pero tal vez el aspecto 
más interesante para una historia constitucional neogranadina 
se encuentre en las Capitulaciones de Zipaquirá, documento 
calificado por uno de sus mayores conocedores como la pri- 
mera constitución escrita de la Nueva Granada'”. Y si bien no 


17 Ibid., p. 13. PHELAN califica la crisis de 1781 como una de «na- 
turaleza esencialmente política y constitucional», centrada en la querella 
respecto a quién tenía la autoridad para imponer nuevas cargas fiscales y 
concluye de forma provocativa asi: «la crisis de 1781 fue, en suma, una co- 
lisión constitucional entre la centralización imperial y la descentralización 
colonial», 1bid., p. 14. 

18 Ver la juiciosa relación que hace Phelan de esta historiografía en 
la nota 32 del capítulo 12 de su trabajo, cfr. John L. PHELAN, Op. cit., p. 212. 

19 En efecto, John Leddy PHELAN dedica el capítulo 14 del citado 
trabajo a hacer un sugerente examen del documento, su contexto, sus pre- 
tensiones y sus resultados, y termina planteando la cuestión en los siguientes 


Fuego y Raya, n. 25, 2023, pp. 13-58 


24 ADRIANA CATALINA GUTIÉRREZ GÓMEZ 


coincidimos con esta calificación, es relevante, aunque sea de 
manera breve y a modo de antecedente, reseñar esta posición 
historiográfica. 


Las 35 cláusulas de las que constaba este documento, según 
la exposición John L. Phelan, contendrían elementos que, de una 
parte, buscaban la restauración del sistema monárquico anterior a 
1778, pero que, por otra, resultaban en una pretensión reformista 
que no se ajustaba al sistema de los Habsburgo, en medio de una 
negociación algo precipitada por las circunstancias: 


«El ideal de Zipaquirá era la monarquía sumamente des- 
centralizada de Castilla en el siglo XV. Al monopolizar 
virtualmente la burocracia y eliminar la residencia y la 
visita general, los criollos pedían un cheque en blanco para 
gobernar a la Nueva Granada en nombre de Carlos III. 
El gobierno de los criollos hubiera vuelto superfluo un 
repudio formal a la corona. Semejante objetivo, de cum- 
plirse, habría constituido una revolución política de facto; 
es decir, la transferencia del poder gubernamental de un 
grupo a otro [...]»?. 


Los sucesos posteriores terminarían por consolidar la agen- 
da modernizadora de la corona a través de la habilidad de las 
autoridades virreinales, haciendo uso también en las negociacio- 
nes de elementos de la «constitución no escrita» del Reino a la 
que llamaban defender los comuneros?”!. El evento, sin embargo, 
marcará a la siguiente generación socorrana y neogranadina de 
dos maneras, a saber: 1) con la inquina del vencido deslealmente 
que reafirma sus reclamaciones en una constitución tradicional 
violada (como en las apelaciones a mayor descentralización que 


términos: «Los autores de las capitulaciones de Zipaquirá son los autores 
menospreciados y hasta ahora ignorados de la primera constitución escrita 
de la Nueva Granada. Si una constitución escrita quiere decir una formula- 
ción filosófica de los objetivos de una comunidad, así como unas fórmulas 
para la distribución y el ejercicio del poder político, las capitulaciones de 
Zipaquirá llenan de sobra esta definición», 1bid., p. 254. 

20 /bid., pp. 253-254. 

21 Ibid., p. 259. 
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bebían de una organización federativa de la monarquía) y 11) con 
el recuerdo del cambio en la legitimidad política por parte de las 
autoridades virreinales en la era borbónica que, bajo las ideas 
del despotismo ilustrado, sentarían las bases intelectuales para 
la formación de hombres que, años después, pondrían en acción 
los postulados de la nueva pedagogía en boga”. 


Cuando se desató la crisis monárquica en 1810, el cabildo del 
Socorro fue uno de los primeros en instalar una junta y afirmar 
la necesidad de combatir incluso por las armas las medidas que 
pudiera tomar el «virrey de Santafé», teniendo muy presente la 
represión del año anterior contra la Junta instaurada en Qui- 
to”, de donde se concluye que los antecedentes más inmedia- 
tos relacionados con la instalación de cuerpos de esta indole en 
medio de la acefalía monárquica resultaron más efectivos para 
los socorreños en su afán de constituir un gobierno propio, sin 


22 Esta nueva pedagogía y lo que se denomina aquí despotismo 
ilustrado están explicados históricamente por Mario Góngora, cfr. Mario 
GÓNGORA, «La Ilustración, el despotismo ilustrado y las crisis ideológicas 
en las colonias», en Historia de las ideas en América española y otros ensa- 
yos, Medellin, Universidad de Antioquia, 2003, pp. 150-152. Por su parte, 
Daniel Gutiérrez Ardila dedica un capitulo al estudio de los programas de 
derecho natural y de gentes de las universidades y colegios mayores de la 
monarquía durante la segunda mitad del siglo XVIII, teniendo en cuenta 
el origen de éste y su recepción en el mundo hispano, cfr. Daniel GUTIÉRREZ 
ÁRDILA, op. cit., pp. 79-111. A su vez, el libro de Phelan en su capítulo 19 
ofrece una visión provocadora respecto al legado que dejó el despotismo 
ilustrado sobre la Ilustración neogranadina, movimiento que marcaría a 
la generación de la revolución independentista, el capitulo se titula: «Ca- 
ballero y Góngora y la Independencia de Colombia», cfr. John L. PHELAN, 
op. cit., pp. 332-341. 

23 Así lo declara el acta de formación de la Junta de la villa del Soco- 
rro: «Restituido el pueblo del Socorro [...] ha depositado provisionalmente 
el gobierno en el muy ilustre Cabildo [...] para que ayuden al desempeño 
de la multitud de asuntos en que debe ocuparse para defender la patria de 
las medidas hostiles que tomará el señor virrey de Santafé contra nosotros, 
como lo hizo contra los habitantes de la ilustre ciudad de Quito», «Acta 
de formación de la Junta de la villa del Socorro», transcrita en QUINTERO 
MONTIEL y MARTÍNEZ GARNICA (COMps.), Actas de formación..., tomo l, cit., 
pp. 301-302. Por lo que se refiere a los sucesos de 1809 en Quito, cfr. Daniel 
GUTIÉRREZ ARDILA, Op. Cit., pp. 155-185. 
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que ello significara, como atestiguan los documentos, que no se 
mantuviera una lealtad por lo menos pasajera a Fernando VII, in- 
cluso esgrimiendo como sustento para la instalación de un nuevo 
gobierno el «peligro de que los favoritos de Godoy y los emisarios 
de Bonaparte nos esclavicen, dividiéndonos»?*. 


A poco de haberse instalado la Junta del Socorro mediante 
la rebelión que ya se ha reseñado, el 15 de agosto de 1810 este 
cuerpo promulgó el primer texto constitucional con vigencia en 
la América española. Esta acta constitucional contiene algunos 
elementos que merecen algún breve análisis”, 


Pero antes de emprender el examen de este texto constitu- 
cional, cabe destacar un antecedente del cabildo del Socorro que 
contiene ingredientes «constituyentes» (si se nos permite un uso 
laxo del término) que creemos permite al lector adentrarse en las 
motivaciones y aportaciones ideológicas de los actores políticos 
socorreños. El 20 de octubre de 1809, en el marco de la represen- 
tación enviada por el Reino a la Junta Central Gubernativa de 
España e Indias, «se reunieron los ediles [del Socorro] [...] con el 
fin de dar las instrucciones necesarias al excelentísimo señor don 
Antonio de Narváez y Latorre, Diputado por el Nuevo Reyno de 
Granada»* y convinieron la necesidad de resaltar algunos puntos 
que, por su relevancia, comentamos a continuación. 


24 «Acta de formación de la Junta de la villa del Socorro», transcrita 
en QUINTERO MONTIEL y MARTÍNEZ GARNICA (comps.), Actas de formación..., 
t. I, cit., p. 302. 

25 Una copia de este documento reposa en el Archivo General de 
Indias, fondo Estado, Documentos sobre el estado del reino de Santafé, di- 
gltalizada por el sistema PARES-AGI-Estado, 57, n. 29-1 Recto-imagen n. 
3-60, cuya referencia es tomada aquí del trabajo de Wilman AmaYa LEÓN, 
«Constitución de la Provincia del Socorro. 15 de agosto de 1810, primer 
texto constitucional promulgado en la Nueva Granada», Revista de historia 
constitucional (Madrid), n. 20 (2019), p. 934. Transcripciones de este docu- 
mento se encuentran en Horacio RODRÍGUEZ PLATA, Op. cif., pp. 180-184; 
Diego UrIBE VARGAs (comp.), Las constituciones de Colombia, vol. 2, 2* ed., 
Madrid, ICI, 1985, pp. 341-345; y QuinTERO MONTIEL y MARTÍNEZ GARNICA 
(comps.), Actas de formación, t. I, cit., pp. 304-310. Para el estudio que se 
aproxima, usamos la transcripción de esta última obra. 

26 Este documento está transcrito en Isidro VANEGAS USECHE (comp.), 
El constitucionalismo revolucionario..., c1t., pp. 43-51. 
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Así, los vocales del cabildo, entre otros asuntos, exigieron 
de Narváez que concurriera «[A] echar los fundamentos de la 
opinión pública, de la confianza y patriotismo [...] cuyas virtu- 
des producirán infaliblemente aquella constitución que tenga por 
base la ley eterna que destina al hombre a vivir del sudor de su 
frente, y señala la tierra como su patrimonio»?””. 


La realización de este encargo se ve materializado en algunas 
medidas que solicita el cabildo a Narváez unos renglones más 
adelante: «[SJuplica el Cabildo al señor diputado que solicite en 
la Suprema Junta que los resguardos de indios se distribuyan 
entre estos naturales por iguales partes, para que como prople- 
tarios puedan enajenarlos o transmitirlos a su posteridad, según 
las leyes de la sucesión, quedando exentos de los tributos que 
actualmente pagan, pero sujetos a las contribuciones de los demás 
habitantes»?*, 


Las instrucciones sobre materias económicas no se reducen 
a la transcrita en torno al derecho de tierras de resguardos que, 
como se ve, desde entonces buscaba ser modificado dándole un 
sentido de derechos subjetivos individuales a las tierras colectivas, 
lo cual también puede mostrar que la baja demografía india en 
este territorio —en razón al amplio mestizaje de la zona— repre- 
sentaba para los criollos un elemento político de importancia, 
sino que además incluía constantes alusiones a las bondades de la 
economía política”, exhortando la concesión del «comercio libre 
por todos los puertos de América y de España con las naciones 


27 «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Central Guber- 
nativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en ibid, p. 46 

28 «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Central Guberna- 
tiva de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en ibid., pp. 46- 
47. Ésta sería una de las decisiones que tendría lugar en las disposiciones 
finales del acta constitucional que se estudiará más adelante, cfr. «Acta 
constitucional de la Junta provincial del Socorro», transcrita en QUINTERO 
MonTIEL y MARTÍNEZ GARNICA (comps.), Actas de formación..., t. 1, cit., 
pp. 309-310. 

29 Cfr. artículos 5%, 7” y 12, «Instrucción del Socorro al diputado de 
la Junta Central Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), 
transcrita en Isidro VANEGAS USECHE (comp.), El constitucionalismo revolu- 
cionario..., c1t., pp. 47-50. 
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amigas y neutrales»? y reclamando la libertad de agricultura, 
comercio e industria?!, asi como la eliminación de «la esclavitud 
de las propiedades territoriales» para su libre circulación”? y del 
comercio de esclavos”. Por último, en sentido similar, pedía el 
cabildo socorrano la supresión de derechos eclesiásticos con la 
consecuente reducción de rentas de la Iglesia a sólo diezmos y 
primicias** y la disminución de los días festivos como incentivo a 
la agricultura y la industria”, 


La Instrucción, finalmente, concluye del siguiente modo: 


«Cuando haya cesado el tumulto de las armas y se hayan 
superado las calamidades que padece la madre patria, 
cuando se haya destruido ese edificio gótico que ha le- 
vantado la mano lenta de los siglos y que parecía eterno 
como nuestros males, cuando el progreso de las luces haya 
difundido las ideas de humanidad por todas las clases de 
la sociedad; en una palabra, cuando la nación se halle más 
instruida de lo que esencialmente interesa a su felicidad, 


30 Artículo 6.*, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Cen- 
tral Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en 
ibid., p. 47. Vale la pena recordar que algunas medidas en esta materla se 
habian tomado desde el reinado de Carlos III, cuando varios puertos his- 
panoamericanos se abrieron al comercio con barcos neutrales desde 1797, 
cfr. Mario GÓNGORA, Op. cit., p. 129. 

31 Articulo 5.*, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Cen- 
tral Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita 
en Isidro VANEGAS USECHE (comp.), El constitucionalismo revolucionario..., 
cit., p. 47. 

32 Artículo 7.*, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Cen- 
tral Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita 
en ibid. 

33 Artículo 4.*, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Cen- 
tral Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita 
en ibid. 

34 Artículo 10.”, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta 
Central Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita 
en ibid., p. 49. 

35 Artículo 9.*, «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Cen- 
tral Gubernativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita 
en Ibid. 
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entonces la Junta Central, esa asamblea de sabios y de bue- 
nos ciudadanos, ese cuerpo, ese cuerpo el más respetable 
que en el día existe sobre la tierra, podrá, en el silencio de 
la sabiduría, formar una Constitución que [...] fije para 
siempre los destinos de la nación»**. 


Este antecedente nos parece llamativo por el lenguaje y los 
conceptos que utiliza, así como los reclamos que hace como parte 
de sus instrucciones para la mejora del gobierno de los intereses 
del reino. Se observa, por ejemplo, la alusión a conceptos moder- 
nos de diferentes campos, como el de ciudadanía, el de nación 
(en vez de pueblos) y el de Constitución (con mayúscula)”” en el 
ámbito político; y el de economía política, comercio libre, libertad 
de industria y propiedad individual en el ámbito económico. 


Destacan también las referencias a importantes pensadores 
de la Ilustración española y el uso de epítetos respecto a la his- 
toria de España. Véase el caso de la cláusula 7” del documento: 


«Se prohibirá para siempre la esclavitud de las propiedades 
territoriales, y se ordenará que las que ya se hallan fuera de 
comercio vuelvan a la libre circulación, como los demás bie- 
nes, por los medios y arbitrios que proporcionará la nación 
junta en Cortes, donde se examinará este negocio con el más 
vivo interés, tanto por los bienes que de su ejecución han 
de resultar a la sociedad entera, como por la dificultad que 
ofrece la abolición de un abuso tan inveterado y sostenido 


36 «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Central Guberna- 
tiva de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en ibid., p. 51. 

37 Entendemos que este uso moderno obedece a las fuentes ideológi- 
cas de los actores y que se explica en tanto que se abre paso al racionalismo 
ilustrado para el establecimiento de las bases de la organización del poder: 
«El germen de racionalismo revolucionario o reformador sembrado por el 
pensamiento político del siglo XVIII, tiende a transformar y configurar el 
orden social, no por un crecimiento o evolución de fuerzas sociales espon- 
táneas, sino por una voluntad operante según esquemas de organización 
racional», Luis SÁNCHEZ ÁGESTA, Curso de Derecho Constitucional Compara- 
do, Derecho Global. Estudios sobre Derecho y Justicia, Madrid, Universidad 
Complutense de Madrid, 1980, p. 28. 
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por la ignorancia, a pesar de que los hombres más sabios de 
la nación, entre ellos y sobre todos, los señores Jovellanos 
y Campomanes, lo han combatido y denunciado al primer 
Tribunal de ella como uno de los mayores males políticos 
que la afligían y la arrastraban hacia su ruina. Los escritos 
de esos grandes hombres, sin embargo de su elocuencia y 
de las miras profundas de humanidad que contienen, no 
han hecho en los pueblos la impresión que debía esperarse. 
La barbarie opone obstáculos y no hay otra autoridad que 
pueda superar si no es la opinión pública, y se cree que el 
medio de establecerla o fijarla será el de las luces que sobre 
un objeto tan interesante esparza en el mundo la parte más 
ilustrada de la nación reunida en Cortes»*. 


Así, encontramos alusiones constantes a la opinión pública 
como fuente de formación de la autoridad a lo largo del docu- 
mento, y en este fragmento en particular a referentes ilustrados 
españoles como Gaspar Melchor de Jovellanos (1744-1811) y 
Pedro Rodriguez de Campomanes (1723-1802), quienes habían 
sido importantes Ministros de la Corona durante la segunda mi- 
tad del siglo XVIII y promotores de la instalación de Sociedades 
Económicas de Amigos del País, de las cuales ellos mismos eran 
miembros”. 


38 «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Central Guberna- 
tiva de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en Isidro VANE- 
GAS USECHE (comp.), El constitucionalismo revolucionario..., cit., pp. 47-48. 
De hecho, lo resaltado nos recuerda las palabras con las que Campomanes 
abre uno de sus libros: «En nada se ha de poner mayor atención que en no 
dejarse llevar a imitación de los rebaños por donde han ido los otros... No 
hay cosa que más impida los progresos del reino que insistir en yerros anti- 
guos, en especies mal averiguadas o en vulgaridades no dignas de adoptar- 
se», citado en Luis SÁNCHEZ ÁGESTA, El pensamiento político del despotismo 
ilustrado, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1953, p. 88. 

39 Según Juan Manuel Pacheco, S. J. «En la segunda mitad del si- 
glo XVIII se multiplican en España las sociedades económicas, cuya finali- 
dad era impulsar las obras útiles y prácticas, especialmente la agricultura, la 
industria y el comercio, a imitación de las constituidas en Francia, Suecia, 
Suiza y otros países. Campomanes envió en 1774 una circular invitando a 
establecer estas sociedades a ejemplo de la Sociedad Vascongada de Amigos 
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De modo pues que, como antecedente inmediato, esta Ins- 
trucción resulta de gran interés para observar la intensidad de 
las ideas ilustradas en los hombres que, al cabo de poco tiempo, 
recurrirán a una innovación en los medios para la instauración 
de un gobierno que les diera mayor autonomía para continuar, 
y en ocasiones exacerbar, las medidas reformistas de la corona 
Borbona, si bien la situación política y militar de la Península los 
haría considerar soluciones de mayor envergadura. 


Por su parte, el acta constitucional del Socorro del 15 de 
agosto de 1810 contendría algunos de estos elementos, aunque 
sintetizados bajo el incipiente concepto «racional normativo» 
propio de la herencia de las ideas políticas dieciochescas”. 


En primer lugar, llama la atención que los vocales de la Junta 
aleguen para la innovación en el gobierno la ruptura del víncu- 
lo social que, según los actores, había sido provocada por las 
autoridades virreinales. La justificación de un nuevo gobierno 
criollo, que empieza con el desconocimiento de la autoridad me- 
tropolitana, sigue con la instalación de la Junta y continúa con 
la promulgación de un acta constitucional, se basa esencialmente 
en la idea de que un pacto natural entre la comunidad política y 


del país fundada en 1764 en Vergara, por el conde de Peñaflorida. No tardan 
en fundarse en Cádiz, Zaragoza, Madrid, Sevilla y otras varias ciudades», 
Juan Manuel PAcHECO, La Ilustración en el Nuevo Reino, Caracas, Univer- 
sidad Católica Andrés Bello, 1975, p. 72. De hecho, en la fundación de la 
Sociedad Patriótica de Santafé en 1801 encontramos nombres de socorreños 
notables como Andrés María Rosillo y Meruelo, cfr. ¿bid., p. 74. 

40) El término es de Manuel Garcia-Pelayo, que lo explica así: «En 
esencia, se trata de una aplicación concreta y sublimizada del concepto de 
ley con que opera el liberalismo, de la creencia en la posibilidad de una 
planificación de la vida política, de una racionalización del acaecer político. 
Esto representa [...] la aplicación al campo juridico-político del mundo de 
las formas intelectuales de la Ilustración, a saber: la creencia en la ident1- 
dad sustancial de los diversos casos concretos y diversas situaciones, y, por 
consiguiente, en su posibilidad de reducción a un mismo módulo y en la 
capacidad de la razón humana para descubrir dicho módulo [...]. Esto nos 
lleva a otra característica del concepto racional de constitución, a saber: la 
despersonalización de la soberanía y la afirmación de la constitución como 
soberana», Manuel García-PELAYO, Derecho constitucional comparado, Ma- 
drid, Alianza Editonal S.A., 1993, p. 34. 
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sus autoridades fue violado por parte de éstas y, en consecuen- 
cia, «el pueblo» habría recuperado por esta causa «sus derechos 
naturales» primigenios. 


Lo interesante es que el reconocimiento de un vínculo social 
previo sirve de argumento para modificarlo, como bien explica 
Isidro Vanegas Useche: durante la crisis monárquica que estudia- 
mos, muchos de los protagonistas de los grandes acontecimientos 
neogranadinos «eran conscientes de que el antiguo vínculo social 
había quedado disuelto y había comenzado a tejerse otro víncu- 
lo de naturaleza distinta». Así, aquel lazo de la época virreinal 
caracterizado por la desigualdad jerárquica, revestido de sacra- 
lidad, sujeto al imperativo de incorporación (integración a una 
comunidad política como consustancial al hombre) y anterior al 
individuo muda hacia un nuevo tipo de vínculo social basado en 
el principio de la igualdad, con carácter mundano, caracterizado 
por la necesidad del consentimiento y de indole obligatorio”. 


Con esta perspectiva, intentaremos a continuación compro- 
bar si existió una alteración del vínculo social a través del acta 
constitucional que se analiza, de qué naturaleza fue tal modifica- 
ción y qué efectos juridico-políticos resultaron de la misma, pues 
consideramos que un examen como el que se propone ahora per- 
mite dilucidar aspectos de interés para comprender la naturaleza 
de este acto constitucional. 


Como se ha advertido, son los mismos miembros de la Junta 
provincial del Socorro quienes admiten la pre-existencia de un 
vínculo social en el reino y utilizan el argumento de su ruptura 
para dar sustento de legitimidad a su actuación. El lenguaje que 
se desprende del acta es significativo, veamos: 


«El pueblo del Socorro, vejado y oprimido por las autori- 
dades del antiguo Gobierno, y no hallando protección en 
las leyes que vanamente reclamaba, se vio obligado en los 
días nueve y diez de julio de mil ochocientos diez a repe- 
ler la fuerza con la fuerza. Las calles de esta villa fueron 
manchadas por la primera vez con la sangre inocente de 


41 Isidro VANEGAS USECHE, «El vínculo social en Nueva Granada 
1780-1816», Historia Caribe (Barranquilla), vol. 11, n. 28 (2016), pp. 17-49. 
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sus hijos que con un sacrificio tan heroico destruyeron 
la tiranía; y rompiendo el vinculo social fue restituido el 
pueblo del Socorro a la plenitud de sus derechos natura- 
les e imprescriptibles de la libertad, igualdad, seguridad 
y propiedad, que depositó provisionalmente en el ilustre 
Cabildo de esta villa y de seis ciudadanos beneméritos que 
le asoció para que velasen en su defensa contra la violen- 
cia de cualquier agresor, confiando al propio tiempo la 
administración de justicia a los dos alcaldes ordinarios 
para que protegiesen a cualquier miembro de la sociedad 
contra otro que intentase oprimirle. 


[...] se halla legítimamente sancionado este cuerpo, y reves- 
tido de la autoridad pública que debe ordenar lo que con- 
venga y corresponda a la sociedad civil de toda la provincia, 
y lo que cada uno debe ejecutar en ella. Es incontestable 
que a cada pueblo compete por derecho natural determinar 
la clase de gobierno que más le acomode; también lo es que 
nadie debe oponerse al ejercicio de este derecho sin violar 
el más sagrado que es el de la libertad. En consecuencia 
de estos principios la Junta del Socorro, representando al 
pueblo que la ha establecido, pone por bases fundamentales 
de su constitución los cánones siguientes [...]»*. 


Encontramos en este fragmento, a un mismo tiempo, el 
principio de representación como fundamento de la autoridad 
política, la alusión a miembros de la comunidad política co- 
mo ciudadanos”, la idea de sociedad civil como concepto* y la 


42 «Acta constitucional de la Junta provincial del Socorro», transcrita 
en QUINTERO MONTIEL y MARTÍNEZ GARNICA (comps.), Áctas de formación..., 
t. Í, cit., pp. 304-305. 

43 Dice Vanegas Useche: «La igualdad tiene su síntesis en el ciuda- 
dano, figura que ayuda a hacer visible a un soberano informe, a un pueblo 
principe compuesto de átomos teóricamente equivalentes», Isidro VANEGAS 
UsSECcHE, «El vínculo social»..., loc. cit., p. 33. 

44 Natalio R. Botana desglosa asi la teoría constitucional liberal prac- 
ticada en Hispanoamérica, resaltando el concepto de sociedad civil: «sobre 
las diferentes experiencias constitucionales, quizá sea posible identificar un 
aspecto común: el designio de construir desde el Estado en vías de conso- 
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nueva «sacralidad» del ejercicio de los derechos naturales del 
pueblo”. 


También es notorio que el corazón del acta constitucional 
sea una declaración de derechos y de principios de gobierno, des- 
glosados en un articulado que merece algún comentario. Cree- 
mos que la presentación de estas declaraciones en el acta no es 
caprichosa y que el orden en que se exponen las bases constitu- 
cionales obedece a la importancia que tiene cada materia para la 
Junta. Así, encontramos que la primera disposición prescribe a 
la religión cristiana como fundamento de la convivencia de los 
hombres y, a continuación, en la segunda cláusula, se dispone 
la inviolabilidad de la persona y de la propiedad**. Le siguen es- 
tipulaciones relacionadas con el goce del fruto del trabajo y la 
eliminación de restricciones al «sagrado derecho de propiedad» 
como el mayorazgo””. 


Por su parte, el artículo 7 contempla el principio de sustitu- 
ción periódica de la autoridad («toda autoridad que se perpetúa 
está expuesta a erigirse en tiranía») que se materializa a continua- 


lidación una sociedad civil apta para legitimar un proyecto liberal que, por 
convicción o estrategia, se dirigía hacia el futuro. La palabra designio viene 
a cuento pues uno de los rasgos más elocuentes del constitucionalismo ibe- 
roamericano [...] esla operación que realiza en la gran familia del liberalismo 
para convertir a esa espontánea formación de la sociedad civil, [...], en acción 
política deliberada. La sociedad civil no fue entonces en nuestras naciones 
causa y motor del constitucionalismo. La sociedad civil fue, a la inversa, su 
efecto y culminación», cfr. Natalio BoTANa, «Las transformaciones del credo 
constitucional», en Inventando la nación. Iberoamérica siglo XIX, Ciudad de 
México, Fondo de Cultura Económica, 2003, p. 668. 

45 De nuevo Vanegas Useche: «El vínculo social [de la Revolución 
Neogranadina] es mundano por su origen, pero también por su fin: el objeto 
que reúne a los hombres en un cuerpo político es ante todo poder gozar y 
preservar sus derechos naturales: libertad, propiedad, seguridad», Isidro 
VANEGAS USECHE, «El vinculo social»..., loc. cit., p. 35. 

46 «Nadie será molestado en su persona o en su propiedad sino por la 
ley», «Acta constitucional de la Junta provincial del Socorro», transcrita en 
QUINTERO MONTIEL y MARTÍNEZ GARNICA (COMPS.), Actas de formación..., 
t. I, cit., p. 305. 

47 «Acta constitucional de la Junta provincial del Socorro», transcrita 
en ibid. 
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ción mediante el mandato de elección anual de «los representantes 
del pueblo por escrutinio a voto de los vecinos útiles»*; luego, 
las cláusulas 9 y 10 disponen la división del poder en legislativo 
y ejecutivo, y en la siguiente disposición se consagra el principio 
del origen popular de la autoridad y la necesidad de su consen- 
timiento*. 

Finalmente, en su último artículo, la Junta promete protec- 
ción a todos quienes deseen «gozar de los bienes que ofrecen la 
libertad e igualdad que ofrecemos como principios fundamentales 
de nuestra felicidad», al tiempo que recuerda que este cuerpo no 
reconoció al Consejo de Regencia aunque admita la legitimidad 
de la soberanía de Fernando VII que, en todo caso, ha sido rea- 
sumida en sus derechos por la Junta??, 


Se observa también en esta última disposición otra innova- 
ción respecto al ejercicio de los derechos de soberanía: «Cuan- 
do se haya restituido a su trono el Soberano, o cuando se haya 
formado el Congreso Nacional, entonces este pueblo depositará 
en aquel cuerpo la parte de derechos que puede sacrificar sin 
perjuicio de la libertad que tiene para gobernarse dentro de los 
límites de su territorio, sin la intervención de otro gobierno». De 
esta estipulación podemos extraer que la Junta no sólo juzgaba 
imposible el regreso de Fernando VII a su trono, sino que a través 
de este entramado jurídico hacía imposible que su gobierno en 
un eventual retorno fuera de la misma naturaleza al anterior a la 
crisis monárquica desatada a partir de 1808. 


Luego de estas declaraciones, la Junta prescribe algunas 
otras determinaciones en materia económica, como la elimina- 
ción del tributo a los indios, la redistribución en partes iguales de 
las tierras de resguardos de la provincia, la libertad de siembra 
de tabaco y la abolición del estanco, y culmina consignando las 
formalidades de aprobación del acta, incluyendo la lectura «en 
alta voz al pueblo» y «preguntándole si quería ser gobernado 
por los principios que en ella se convienen», así como la jura de 


48 Ibid., p. 306. 

49 «Toda autoridad será establecida o reconocida por el Pueblo y no 
podrá removerse sino por la ley», ibid. 

50 Ibid., p. 307. 
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fidelidad a la constitución por parte de los procuradores generales 
del Socorro y San Gil y de los representantes de la Junta?'. 


En este documento encontramos, pues, trazos de los elemen- 
tos constitutivos del nuevo tipo de vínculo social, en tanto que el 
principio de igualdad es constantemente señalado como funda- 
mento e ideal de la convivencia*?; se presenta una sacralización 
de la capacidad del hombre de constituir una comunidad política 
(por ejemplo, mediante la consagración de derechos y de princi- 
pios de un nuevo gobierno, entre los cuales el principal es el origen 
popular de toda autoridad); y se contemplan y ejecutan actos 
protocolarios que afirmen el consentimiento de los gobernados 
y su obligación de cumplir y defender la constitución”. 


Al calor de la aproximación que hemos hecho, resaltamos que 
algunos de los elementos de esta acta constitucional nos recuerdan 
el famoso artículo 16 de la Declaración francesa de los derechos 
del hombre y el ciudadano, donde se sentencia: «Toda sociedad 
en la cual la garantía de los derechos no está asegurada, ni la 
separación de los Poderes determinada, no tiene Constitución»*. 


51 Ibid., pp. 308-309. 

52 Otro ejemplo notable es la parte final de la cláusula 14 del acta: 
«Un tal pacto no podrá degradar sino al que nos quiera reducir a la antigua 
esclavitud, lo que no tememos ni de la virtud de nuestro adorado Soberano 
el señor don Fernando Séptimo que será el padre de sus pueblos, ni tampoco 
de alguna otra de las provincias de la América que detestan como nosotros 
el despotismo y que reunidas en igualdad van a formar un imperio cimen- 
tado en la igualdad; virtud que se concilia también con la moral sublime 
del Evangelio...», «Acta constitucional de la Junta provincial del Socorro», 
transcrita en ¿bid., p. 308. 

53 En efecto, no sólo se tiene noticia de estos actos por lo consignado 
en la redacción del acta constitucional, sino que además existen otras fuentes 
que atestiguan que el nuevo gobierno exigió en las parroquias de la provincia 
que se expusiera el contenido de la constitución y la obligación que tiene 
el pueblo de «defender su constitución pues en su estabilidad se funda la 
permanencia de la Religión católica, y la felicidad que debe gozar este ve- 
cindario», Carta de José Ignacio Plata (párroco de Simacota) al presidente 
de la Junta del Socorro, transcrita en Isidro VANEGAS USECHE (comp.), El 
constitucionalismo revolucionario..., Cit., p. 86. 

54 Tomamos la transcripción del opúsculo de don Antonio Nariño de 
1811, que fue recogida en Manuel Antonio Pombo y José Joaquín GUERRA 
(comps.), Constituciones de Colombia recopiladas y precedidas de una breve 
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En efecto, aludiendo a la cláusula citada y a propósito del 
concepto de constitución racional-normativo, Manuel García-Pe- 
layo resalta la ruptura respecto a la noción de constitución que 
implica la inclusión de estos elementos: 


«Todo esto demuestra ya el sentido político de tal concep- 
to de constitución y, por tanto, el error de considerarlo 
como una concepción “neutral” o “despolitizada”. Pero 
la politización del concepto se manifiesta no sólo desde 
el punto de vista formal, sino también con referencia 
al contenido, pues no todo sistema normativo, no todo 
código jurídico-político puede valer como constitución 
[...] el momento juridico-formal se transforma en el de 
contenido político concreto, de modo que sólo vale como 
constitución aquello que realiza el programa del Estado 
liberal-burgués, aquello que establece una limitación de 
la actividad del Estado y que de modo racional finalista 
provee los medios orgánicos adecuados para su realiza- 
ción. Así, pues, no es constitucional cualquier ordenación 
fundamental del Estado, sino precisamente aquella que 
reúne estas dos condiciones: a) la garantía de los derechos 
individuales; b) la división de poderes que sirve a la efec- 
tividad de aquellos»*. 


Ambos elementos, como se ha podido ver, se encuentran 
presentes en el acta constitucional del Socorro. 


Por último, no podemos dejar de analizar los aspectos econó- 
micos del acta constitucional (en buena medida ya presentes en la 
Instrucción al diputado del Reino de 1809 referida anteriormente) 


reseña histórica, t. 1, Bogotá, Biblioteca Popular de Cultura Colombiana, 
1951, pp. 48-49, Este documento está también digitalizado por la Biblioteca 
Nacional de Colombia y puede consultarse en la siguiente dirección: https:// 
catalogoenlinea .bibliotecanacional.gov.co/client/es_ES/search/asset/68703/0. 
A pesar de que Nariño publicó la primera traducción de esta Declaración 
francesa en 1793, debido a las consecuencias judiciales que le acarreó, las co- 
pias que imprimió fueron destruidas por su propia mano, según luego señaló 
en el proceso que se abrió en su contra y que le valió algunos años de prisión. 
55 Manuel GaArcía-PELAYO, Op. cit., pp. 38-39. 


Fuego y Raya, n. 25, 2023, pp. 13-58 


38 ADRIANA CATALINA GUTIÉRREZ GÓMEZ 


en tanto que estos hacen parte de un proyecto ilustrado conocido 
como «la regeneración económica de España». 


Resulta especialmente interesante recordar que, en la famo- 
sa Instrucción reservada, el Conde de Floridablanca (1728-1808) 
daba pistas acerca de los objetivos realizados y a realizar en ma- 
teria económica por parte de la política del llamado despotismo 
ilustrado. Entre ellos, se encuentran «el fomento de las ciencias 
útiles, de las artes y fábricas, de los cultivos, de las comunicacio- 
nes, de los canales y pantanos, del comercio y el trabajo», y se ma- 
nifiestan «todas las preocupaciones del siglo, desde la propiedad 
amortizada, que aprisiona los bienes, impidiendo su enajenación 
y circulación y fomentando la ociosidad, pues “envanecido con 
su mayorazgo, se avergúenza el poseedor de aplicarse a un oficio 
mecánico”»*, 

Como se ve, las acusaciones presentes tanto en la Instrucción 
al diputado del Reino como en el acta constitucional del Socorro 
guardan estrecha cercanía con las denuncias del ministro ilustra- 
do. Y es que «éste es el nervio central del sistema del despotismo 
ilustrado, y a él hay que referir sus más logradas realizaciones; [...] 
la idea del progreso realizado por el esfuerzo racional humano 
[...] es como el ambiente en que esta política se desenvuelve; la 
interpretación económica de la decadencia española»”. Encontra- 
mos, pues, que el espíritu del siglo XVIII, reformador por acción 
de los ministros ilustrados, tiene un correlato en los criollos que, 
al cabo de unos años, permanecen en las alegaciones de la deca- 
dencia española y la posibilidad de una regeneración mientras 
que, al tiempo, culpan a ese gobierno de haber roto el vínculo 
social que los unía. 


Ciertamente es paradójico que, con las herramientas del des- 
potismo ilustrado culpable de la opresión a los pueblos que alega- 
ban los criollos, se pretenda la instauración de un nuevo gobierno. 
Tal vez una explicación plausible para esta aparente contradicción 
es la que ofrece Luis Sánchez Agesta: «los más variados temas 
económicos se aprovecharon para herir las instituciones del orden 


56 Citado por Luis SÁNCHEZ AGESTA, El pensamiento político..., Cit., 
p. 116. 
57 Ibid. 
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tradicional»*. De modo que, por afán reformista o por intención 
revolucionaria, los criollos —-embebidos de las doctrinas del des- 
potismo ilustrado que en sus propias biografías se explican por 
su posición social, estudios y servicio a la monarquía- recurrirían 
a instrumentos de la política borbónica del XVIII tardío como 
medios para instaurar un nuevo orden. 


En este sentido, puede razonarse que estos mecanismos eco- 
nómicos ilustrados, fuera de su naturaleza instrumental, también 
contribuyeran a la radicalización de la modificación que se ope- 
raría en el vínculo social, a saber: si la Ilustración atribuía desde 
antes de la crisis monárquica el retraso de España a sus tradicio- 
nes, en un nuevo marco político-militar como la invasión napo- 
leónica era menester que la reforma a estos «atavismos» fuera más 
extrema, acudiendo por entonces a la dicotomía entre progreso 
(derivado de la razón humana) y «el abuso [...] sostenido por la 
ignorancia»” para evitar la ruina del reino. 


3. La revolución religiosa: el Cisma del Socorro 


Aparejada a la revolución política, por interpretación de 
sus principales gestores, en diciembre de 1810 tendría lugar un 
acontecimiento de relevancia constitucional por los efectos jurí- 
dico-políticos que traería en las relaciones del nuevo poder civil 
instalado y la Iglesia: el Cisma del Socorro. 


El 11 de diciembre de 1810, reunida la Junta del Socorro, 
decidió erigir un Obispado, argumentando que esta potestad se 
derivaba del ejercicio de los derechos reasumidos por el pueblo 
del Socorro, esto es, el derecho de patronato; y al día siguiente, 
12 de diciembre de 1810, escogió al nuevo detentador de la Mitra: 
Andrés María Rosillo y Meruelo (1758-1835). 


El 26 de noviembre anterior, el Síndico Procurador de la pro- 
vincia había pedido a la Junta la erección de un Obispado. A tales 
efectos, teniendo muy presente la gravedad del asunto, la Junta se 


58 Ibid., p. 117. 

59 «Instrucción del Socorro al diputado de la Junta Central Guber- 
nativa de España e Indias» (20 de octubre de 1809), transcrita en Isidro 
VANEGAS UsEcHE (comp.), El constitucionalismo revolucionario..., Cit., p. 48. 
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dedicó en los días siguientes a recibir a varios testigos con el objeto 
de justificar su obrar. En estas declaraciones, el énfasis se encuentra 
en la necesidad sacramental de la creciente población socorreña 
y en la abundancia de las rentas que se envían a Santafé en detri- 
mento de la distribución de éstas entre los pobres de la provincia”. 


En realidad, se repetía ahora la solicitud que un año antes, 
a instancias de Frutos Joaquín Gutiérrez (y también en 1798), 
había sido negada por el gobierno anterior*. Por aquellos días, 
el canónigo Andrés María Rosillo y Meruelo, natural del Soco- 
rro, habiendo sido parte de la revolución de Santafé del 20 de 
julio, fecha en la que fue liberado por las turbas de la prisión 
que pagaba en un convento, había logrado del nuevo gobierno 
civil santafereño una orden escrita para que le fuera asignado el 
templo de su provincia, por lo que, con tal excusa, se encaminó 
desde la antigua capital hacia El Socorro justo en los días en los 
que estaban teniendo lugar las discusiones acerca de la erección 
del Obispado. Es razonable creer que no sólo tenía noticia de 
esta circunstancia, sino que además era artífice de ella, dada su 
notable influencia”. 


Así pues, durante las sesiones de 11 y 12 de diciembre, agru- 
pada solemnemente, la Junta votó y aprobó por unanimidad la 
erección del Obispado y a continuación eligió por Obispo a Ro- 
sillo y Meruelo. La única condición expuesta en el acta que se le- 
vantó de tales sesiones para la eficacia de lo dispuesto por la Junta 
fue la confirmación por parte de la Silla Apostólica y, en todo 
caso, si ésta no se lograra, se actuaría según la conveniencia del 
pueblo del Socorro, como se ve en la conclusión del documento: 


«[...] Presenta uno y otro a su Santidad, con las más hu- 
mildes y reverentes súplicas y testimonio integro del ex- 
pediente, por el conducto que sea posible, y a la mayor 
brevedad, a fin de que se digne en virtud de las necesidades 
expresadas, confirmar así la erección como la elección, dis- 


60 Horacio RoDRÍGUEZ PLATA, op. cit., p. 196. 

61 José Manuel Groor, Historia eclesiástica y civil de Nueva Granada, 
Bogotá, Revista Bolívar, 1953, p. 116. 

62 Cfr. Horacio RODRÍGUEZ PLATA, Op. cit., pp. 196-197. 
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pensando cualquier defecto que acaso contenga, lo cual si 
por nuestra desgracia no se pudiera conseguir, se actuará 
la correspondiente justificación para enseguida dar el paso 
que más convenga»?*. 


El hecho hizo eco en Santafé y los gobernadores del Arzo- 
bispo (ausente de su silla por las dificultades de acceso al Reino, 
tanto por las vicisitudes de su salida de la Península ante el avance 
francés como por la llegada a territorio neogranadino días des- 
pués de la consumación de la revolución en la capital), esto es, 
Juan Bautista Pey y José Domingo Duquesne, alarmados por las 
implicaciones de la actuación de la Junta, advirtieron a la Supre- 
ma Junta de Santafé y a la representación nacional la necesidad 
de no admitir novaciones en asuntos eclesiásticos en el reino. Sin 
embargo, dado lo delicado del asunto, el cabildo catedralicio de 
Santafé determinó obrar con prudencia y verificar que esta infor- 
mación sobre la erección del Obispado era cierta, corroboración 
que se logró días después cuando recibió copia legalizada del acta 
de la Junta del Socorro*, 


Entretanto, la Junta —-compuesta por varios eclesiásticos— 
buscaba los medios para asentar el Obispado, dispuesta a «ins- 
truir sumarios, excomulgar, decretar prisiones o declarar la gue- 
rra» si fuera necesario, como escribió el presbítero Pedro Ignacio 
Fernández. De modo que, durante los últimos días de ese año, 
se desató en la provincia una verdadera persecución en la que 
se resolvió que algunos de los partidarios de la erección fueran 
de pueblo en pueblo recogiendo la firma de los curas y párrocos 
que conformaban la nueva diócesis y tomaran medidas estrictas 
contra aquellos que se opusieran*. 


Después de una diplomática reconvención (por medio de una 
circular) a la que hizo caso omiso la Junta del Socorro ordenando 


63 Transcrita por Horacio RODRÍGUEZ PLATA, op. cit., p. 197. 

64 Cfr. José Manuel Groor, Historia eclesiástica, cit., pp. 111-113 y 
117. 

65 Cfr. Horacio RODRÍGUEZ PLATA, op. citf., p. 199. Este episodio re- 
cuerda la Constitución civil del clero en Francia, cfr. Jean de VIGUERIE, Cris- 
tianismo y revolución. Cinco lecciones de historia de la Revolución Francesa, 
Madrid, Ediciones Rialp, 1991, pp. 89-133. 
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que se tuviese el documento como providencia sediciosa e inju- 
riosa contra los derechos de la provincia, el cabildo catedralicio 
de Santafé optó por endurecer las amonestaciones: mediante una 
carta pastoral que dirigió a todos los pueblos de la región, advir- 
tió de los peligros del cisma y recordó las condenas que se seguían 
de una Obra como la acometida por la Junta, llamando a los curas 
y presbíteros que habían participado, votado o jurado el acta de 
erección a una retractación pública*. Esta carta nuevamente sería 
calificada de sediciosa por parte de la Junta Provincial, por lo que 
se decretó la confiscación de todas sus copias bajo el argumento 
de ser «ofensiva a la soberanía que legítimamente tiene esta Junta 
por los sagrados y unánimes votos de tantos millares de hombres 
libres que se la concedieron, y opuesta diametralmente al Real 
Patronato que le compete en cuya virtud se hizo la creación de 
Obispado»””. 


Que el enfrentamiento tomaría un cariz alarmante nos lo 
hace saber el cura de Charalá (población de la provincia) que, en 
marzo de 1811, describe las persecuciones y las medidas contra 
los párrocos que no juraron, ni reconocieron la erección del Obis- 
pado. En una carta dirigida a los gobernadores del Arzobispado, 
el presbítero Blas José de los Reyes describe los procedimientos 
de la Junta así: 


«Resultó pues el que estos señores remitiesen un oficio a 
los curas del distrito el más negro, e insultante a la Su- 
perioridad Eclesiástica prohibiendo que en lo sucesivo se 
comuniquen y ejecuten órdenes de V.S. hasta no haberles 
dado ellos el correspondiente pase, me confirmaron de sos- 
pechoso, y me han asegurado que en virtud del Patronato 
dieron principio a mi sumario, como lo ejecutaron con el 
Cura de Simatoca [sic]%. 


66 Fue en esta carta en la que los gobernadores del Arzobispados 
declararon un hecho el cisma: cfr. José Alejandro CIFUENTES y Leonardo 
Miguel HerNÁNDEZ, «El Cisma del Socorro: poder local y patronato repu- 
blicano», Historia y Espacio (Cali), vol. 17, n. 56 021), p. 104. 

67 Horacio RODRÍGUEZ PLATA, Op. cit., p. 203. 

68 Al parecer, hace referencia aquí al cura de Simacota, don José Ig- 
nacio Plata que —recordemos—, con ocasión de la jura del acta constitucional 
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[...] Los dos eclesiásticos Vocales de esta Junta [...] sin 
el menor escrúpulo de irregularidad se han mezclado en 
asuntos de Estado; han decretado prisiones, han seguido 
sumarios y han declarado guerra. 


[...] Para firmar la acta convocaron de nuevo, y cuantos 
clérigos ví los estimulé a que no firmaran; pero respectivos 
recaudos de la Junta obligó a muchos a suscribir aun a 
aquellos que habían manifestado repugnancia en la erec- 
ción y elección. Después de esto intenté persuadirlos a que 
reclamaran sus votos ofreciéndome a hacerles un escrito 
para el efecto; pero como estos temiese a la Junta me des- 
alraron»?, 


En el marco de este conflicto, la Junta del Socorro encargó 
entonces a Manuel Plata, párroco de Bituima y hermano de 
Lorenzo Plata (miembro de la Junta), para que la representara 
ante los gobernadores del Arzobispado a fin de justificar el 
hecho, defensa que sería publicada en dos documentos, a saber: 
Apología de la provincia del Socorro, sobre el crimen de cismáti- 
ca que se la imputa por la erección de Obispado”, y Manifiesto 
de los derechos, razones y fundamentos, que persuaden hallar- 
se las Supremas Juntas, y Pueblos del Nuevo Reyno de Grana- 
da, con legítima autoridad, para usar del Patronato, respeto de 
toda la Iglesia, cuidar del culto, proveer toda clase de Ministros 


de 15 de agosto de 1810, ya se había dirigido al vocal de la Junta del Socorro 
insistiendo en que se negaba a prestar juramento al documento y acusando 
a que éste conducía al destronamiento del legitimo soberano, cfr. «Cartas 
cruzadas entre el párroco de Simacota y el presidente del Socorro a propósito 
de la jura del acta constitucional de esta Provincia» (28 de septiembre de 
1810), transcritas en Isidro VANEGAS USECHE (comp.), El constitucionalismo 
revolucionario..., Cit., pp. 86-87. 

69 Transcrita en Horacio RODRÍGUEZ PLATA, op. cit., pp. 205-209, 

70 Este documento aparece firmado tanto por Manuel Plata como por 
Ignacio de Herrera. Impreso en Santafé de Bogotá en la imprenta real de 
don Bruno Espinosa de los Monteros, 1811, disponible en el Fondo Pineda 
de la Biblioteca Nacional de Colombia y digitalizado para consulta en el 
siguiente enlace: https://catalogoenlinea.bibliotecanacional.gov.co/client/ 
es_ES/search/asset/78199/0 
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Eclesiásticos, y socorrer de todos modos la Iglesia de Jesuchris- 
to”, 

En la referida Apología, el autor sostiene a lo largo de 33 
páginas la licitud del acto de erección por parte de la Junta, sobre 
la base de: 


1. La necesidad de un Obispado: en tanto que no puede 
ser juzgado como delito lo que las circunstancias han im- 
puesto por necesidad y en el entendido que la Junta obró 
sujetando su decisión a la voluntad del Romano Pontífice, 
como permitían las leyes de Indias”; 


11. Los derechos reasumidos por las Juntas: ante los 
acontecimientos de la invasión napoleónica, las Juntas 
instaladas por las provincias de España estaban revestidas 
de todas las potestades para la defensa «y para el arreglo 
interior de sus distritos reasumen tambien el derecho de 
Patronato en las Iglesias»”. 


111. La igualdad entre los cuerpos de las provincias de 
España a uno y otro lado del Atlántico: puesto que existe 
sólo una voluntad presunta a favor de los cuerpos políticos 
que se instalaron para resistir ante la ausencia del rey, por 
lo que es razonable creer que todos los derechos regios (y 
no sólo una parte) habrian sido concedidos a las Juntas, y 
ha sido éste seguramente el fundamento de la Junta Cen- 
tral y el Consejo de Regencia «para entrar en el derecho de 
Patrono», por lo cual, siendo las mismas circunstancias «y 
unos mismos los derechos de los Pueblos», las provincias 
americanas estarían legitimadas”!. 


71 Existe una réplica muy interesante a este documento que será ob- 
jeto de análisis más adelante del presbítero José Antonio de Torres y Peña, 
quien atribuye el escrito erróneamente al canónigo Rosillo, según nos lo hace 
saber José Manuel Groot, cfr. José Manuel Groor, op. cit., p. 120. 

72 Manuel de PLaTa, «Apología de la Provincia del Socorro sobre el en- 
men de cismática que se le imputa por la erección de obispado», 1811, pp. 4-5. 

73 Ibid., pp. 6-7. 

74 Ibid., p. 7. 
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iv. El origen de la autoridad para ejercer el derecho de 
Patronato: que, en el caso de la Villa del Socorro, «ha reci- 
bido inmediatamente la Soberania de manos de su Pueblo, 
que es el verdadero origen, y manda á nombre del cautivo 
Rey» y, tratándose del derecho de patronato, «es anexo, 
é inherente al Estado donde aparecen fundadas las Igle- 
sias»?. 


v. La falta de autoridad de los gobernadores del Arzo- 
bispado de Santafé: considerando que la Junta del Socorro 
es soberana en su distrito «y los Vicarios no tienen autorl- 
dad para declararla Cismática»?, 


Destaca en este impreso el frecuente uso del concepto de so- 
beranía para hacer desprender de ésta el derecho de patronato, asi 
como la terminología relacionada con la reasunción de derechos. 
Es ésta una discusión cuya historia nos remonta a las tensiones 
entre movimientos que durante el siglo XVIII tuvieron cierto 
apogeo. Explica Mario Góngora que la recepción de la corriente 
Mustrada en España respecto a las relaciones entre la Corona y 
la Iglesia fue de una naturaleza más bien ecléctica, en tanto que, 
por una parte, hubo una acogida significativa (especialmente entre 
los ministros y altos funcionarios reales) de la teoría del derecho 
divino de los reyes —de ahí el desprendimiento del derecho de 
patronato como prerrogativa real- junto con la combinación de 
una visión moderada del contrato social, especialmente tomando 
como referentes a protestantes como Pufendorf, Grocio, y Hel- 
neccio, así como a autores holandeses y franceses como el jurista 
Zeger Van Espen, el historiador de la Iglesia galicana Claude 
Fleury y clérigos regalistas como Jacques-Bénigne Bossuet?”. 


En esta perspectiva, se comprenden afirmaciones del impreso 
sobre el patronato como anexo e inherente al Estado”, señalando 


75 Ibid., p. 9. 

76 Ibid., p. 27. 

77 Cfr. Mario GÓNGORA, Op. cit., pp. 176-178. 

78 Mario GÓNGORA señala que «la concepción del patronato como una 
prerrogativa real basada en sólida evidencia histórica, fue transmitida como 
un legado del despotismo ilustrado a las nuevas repúblicas establecidas en 
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que no es esta materia de derecho divino sino de derecho posI- 
tivo (con lo cual la autoridad eclesiástica no estaría llamada a 
intervenir en tanto se trataría de un asunto meramente temporal) 
mediante el recurso a la autoridad «del celebre Zergio Van Espen, 
que es bien conocido en la República literaria»”. 


Observamos en el autor de la Apología algunos indicadores 
de Ilustración española y que, en Hispanoamérica, vino a mani- 
festarse no sólo en la época de la crisis monárquica aquí exam1- 
nada sino también a lo largo de todo el siglo XIX, mediante una 
postura algo paradójica que adoptó teorías que abogaban por 
una superioridad del poder temporal sobre la Iglesia (regalismo, 
derivado de la teoría del derecho divino de los reyes), al tiempo 
que admitió teorías moderadas del contrato social y la soberanía 
para la legitimación del nuevo poder temporal. En otras palabras, 
vemos que los criollos adoptaron teorías que en principio parecen 
opuestas a la supremacía regia (como la de la soberanía popular) 
para reafirmar el legado del regalismo borbónico. 


Se advierte, entonces, cómo los fundamentos ideológicos 
presentes en el acta constitucional del 15 de agosto de 1810 con- 
ducen a planteamientos eclesiológicos respecto a las relaciones 
entre el poder temporal y la autoridad espiritual, de modo que 
las declaraciones de principios políticos llegan así a conclusiones 
de orden eclesiológico. 


En este punto, resulta sugestivo el análisis de Alfonso López 
Michelsen sobre el primer constitucionalismo neogranadino y sus 
orígenes religiosos. Aunque su estudio inicia con la Constitución 
de Cundinamarca de 1811, parte de sus observaciones bien pue- 
den trasladarse al acta constitucional del Socorro y sus efectos en 
relación con el episodio del Cisma. Una de estas observaciones es 
que el incipiente derecho constitucional neogranadino removió las 
bases de su sistema de gobierno, admitiendo un influjo calvinista, 
mediante el desconocimiento del título pontificio que ratificaba 


el siglo XIX, y como consecuencia de lo anterior se produjo la crisis en las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado», ¿bid., p. 182. 

79 Manuel de PLATA, «Apología de la Provincia del Socorro sobre el 
crimen de cismática que se le imputa por la erección de obispado», p. 11. 
En las líneas siguientes, el documento cita también la Institución al Derecho 
Canónico de Claude Fleury, cfr. ibid., p. 12. 
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la autoridad de Fernando VII, sustituyéndolo por la teoría del 
origen de la soberanía en la voluntad popular?*”. 


En este sentido, destacamos que en la Apología no sólo se 
referencia, usa y pone en práctica a autores protestantes y gali- 
canos, sino que además se recurre a la distinción entre elementos 
dogmáticos y elementos de disciplina de la Iglesia para justificar 
como derecho de la provincia el patronato eclesiástico, aspecto 
que no es menor en cuanto supone el desconocimiento por parte 
de su autor de las concesiones papales en la cuestión del origen 
y legitimidad de la autoridad en la sociedad indiana. Si bien el 
escrito trata de las Bulas concedidas a los Reyes Católicos, lo 
cierto es que es una alusión de pasada que simplemente se utiliza 
para hacer una genealogía del patronato, pero el centro de la 
argumentación está en la reasunción de derechos y de soberanía 
del Socorro, así como la potestad del poder temporal en relación 
con aspectos de disciplina eclesiástica?!, 


Otro de los asuntos que llama la atención es la apelación a 
la primitiva disciplina de la Iglesia para defender la erección del 
Obispado: «Los Vocales de que se compone la Suprema Junta 
del Socorro consultaron con la tradicion Apostólica, ocurrie- 
ron á los primitivos tiempos de la Iglesia, leyeron las historias de 
los primeros Siglos, y con detenida reflexion meditaron lo que 
iban á hacer», dice la Apología?”. 


80 Cfr. Alfonso López MICHELSEN, La Estirpe Calvinista de Nues- 
tras Instituciones, Bogotá, Ediciones Tercer Mundo, 1966, pp. 42-44. No 
compartimos del todo algunas de sus afirmaciones, como la idea de que 
las bulas pontificias desde el siglo XV se puedan atribuir a un «derecho 
divino de los reyes» (de origen más bien protestante) o el carácter marca- 
damente calvinista de los elementos modernos de derecho constitucional 
(cuyas raices religiosas creemos un poco más complejas); sin embargo, la 
aproximación del estadista colombiano, influido por corrientes de sociolo- 
gía de la religión, son muy sugerentes como puerta de entrada a un campo 
de investigación. 

81 Según Mario Góngora, éste es otro ingrediente característico del 
galicanismo que fue puesto en práctica durante el siglo XVIII, tanto en 
Indias como en la Península, cfr. Mario GÓNGORA, Op. cit., p. 174. 

82 Manuel de PLATA, «Apología de la Provincia del Socorro sobre 
el crimen de cismática que se le imputa por la erección de obispado», p. 2. 
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Por otra parte, como referenciamos antes, apareció con simi- 
lares contenidos y justificaciones un Manifiesto del mismo Manuel 
Plata, publicado en ese año de 1811, cuyo resumen es presentado 
del siguiente modo por el historiador Armando Martínez Garnl1- 
ca, quien comenta fragmentos de esta fuente primaria: 


«Según su Manifiesto, los pueblos habian consentido el 
patronato, una transferencia de la autoridad pontificia a 
los reyes, “por ser indubitable que hasta el siglo doce la elec- 
ción de los prelados tocó siempre al pueblo y clero, con tal 
rigor que nunca se tenía por legítimamente electo el obispo 
que no lo era en esta forma”. Esta tradición habría sido 
confirmada por varios padres, pontífices, escritores y con- 
cilios de la Iglesia, al punto que “el tácito consentimiento 
de los pueblos” era el que autorizaba la presentación de 
los obispos para su elección [...]. Además de ello, durante 
los primeros ocho siglos de existencia de la Iglesia habría 
sido “el pueblo y el clero” quienes eligieron a sus obispos, 
hasta que los príncipes se abrogaron este derecho. En la 
tradición indiana, los reyes siempre eligieron a los obispos, 
quedándole al Papa únicamente el derecho de confirmarlos 
con sus bulas de nombramiento [...]. 


Los socorranos sólo pretendían restituir la práctica antl- 
gua y la disciplina primordial de la Iglesia que se inició en 
los tiempos de los apóstoles [...]. El derecho de patronato 
habia pasado entonces a los pueblos y sus juntas, de tal 
suerte que la Junta Superior del Socorro podía erigir un 
obispado en su jurisdicción [...]. 


En resumen: “la erección de obispados en el día, y asig- 
nación de limites, corresponde a la junta respectiva, y que 
debe hacerlo a pedimento del pueblo, justificada la conve- 
niencia y la necesidad”. La elección de los obispos debía 
hacerla el clero y el pueblo, aunque con el concurso de la 
autoridad de la junta, “para extinguir todo escrúpulo”, y 
luego debía acudirse a Roma, “por medio de los ingleses”, 
para pedir la confirmación y despacho de las bulas res- 
pectivas. No habia duda alguna: “el Patronato ha recaído 
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en los pueblos y sus juntas soberanas, que deben llevar 
las cargas y funciones del rey a quien reconocen, en cuyo 
nombre mandan”»*”, 


En esta exposición se observa con mayor detalle lo afirma- 
do en líneas anteriores: el uso de títulos pontificios como mera 
afirmación de lo que, para Manuel Plata, es un derecho anexo a 
la soberanía. Sin duda, la pretensión de estos documentos apo- 
logéticos es sostener que el actuar de la Junta del Socorro no es 
cismático en tanto que existía un fundamento pontificio para la 
obra: no tanto porque las bulas fueran el título jurídico para 
arrogarse el derecho de patronato en forma de concesión papal, 
como que éstas habían tenido desde hacía siglos simplemente el 
carácter confirmatorio, pero más importante aún, que la indicada 
ratificación de la Santa Sede se otorgaba a un comportamiento 
cuya legitimidad se encontraba en los derechos de soberanía de los 
pueblos. Es decir que el núcleo de la cuestión, según nuestra inter- 
pretación de los términos presentados por el cura de Bituima, es 
el desconocimiento de la autoridad papal para conceder derechos 
sobre la disciplina eclesiástica, toda vez que la Silla Apostólica 
cumple ahora un papel secundario de confirmación respecto al 
origen de este derecho del poder temporal que, entonces, es atrl- 
buido a la soberanía y al pueblo y el clero**. 


83 Armando MARTÍNEZ GARNICA, «La reasunción...», loc. cit., pp. 32- 
33. 

84 Aqui conviene una aclaración: si bien el ejercicio del patronato 
regio implicaba de la autoridad pontificia la confirmación de quienes eran 
presentados por el rey como candidatos para las respectivas vacantes, tal 
confirmación se hacía por efecto de su autoridad eclesiástica suprema. En 
cambio, la alteración que aquí señalamos tiene que ver con la intención 
de los criollos de simplemente mantener la comunión con Roma, si bien 
utilizando la misma terminología. Esta variación sobre el papel de la Silla 
Apostólica nos recuerda, más bien, el episodio de la Constitución civil del 
clero en Francia: «Al nuevo obispo únicamente se le permitía comunicar al 
papa la noticia de su nombramiento, en señal de que estaba en comunión 
con él... Antes de su consagración, debía prestar ante las autoridades 
civiles, el clero y el pueblo, el juramento de cumplir fielmente sus deberes 
con los fieles, con las leyes y con el rey», Alfredo SÁENZ, La nave y las tem- 
pestades: La Revolución Francesa, vol. 2, Buenos Aires, Ediciones Gladius, 
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Como mencionamos antes, este último escrito fue refutado 
por el presbitero José Antonio de Torres y Peña (1767-1819), a la 
sazón párroco de Tabio (pueblo cercano a Santafé), quien escribió 
de manera sistemática impugnando las razones contenidas en este 
Manifiesto para objetar el derecho de patronato de la Junta del 
Socorro. El documento, titulado Precaución contra el Manifes- 
to, que trata de alucinár á los sencillos, y cohonestar el Císma del 
Socorro, consta de 90 páginas y fue impreso en Santafé en 18118. 


Torres y Peña inicia con las siguientes palabras: «[...] su 
Autor trata de lisongear á los Gobiernos seculares, é inflamar 
á los pueblos con el entusiasmo, de que en ellos han recaydo los 
derechos de la Potestad Eclesiastica; y en este sentido conviene 
con la segunda proposición del sinodo de Pistoya condenada por 
heretica». 


A continuación, sintetiza el orden y carácter de los argumen- 
tos del autor del Manifiesto (a quien, como dijimos antes, conside- 
ra erróneamente que es Rosillo y Meruelo) en tres razonamientos, 
a saber: 1) el que «trata de anular, ó abolir las reservaciones á la 
Silla Apostolica» mediante el otorgamiento de esta autoridad «al 
Pueblo, ó que este se la tome por sí»; 2) el «riesgo de que perezca 
la Religion»; y 3) el de «apelar al Patronato [...] asegurando que 
este en el dia ha recaido en los pueblos: para que de una cosa 
presupuesta, de una voluntad presunta [...] se infiera una con- 
seqúencia real y efectiva, á que no se pueda contradecir»**. 


Luego, el presbítero Torres y Peña resalta que, para el efecto, 
el autor del Manifiesto ha procedido «aglomerando calumnias 
contra la Silla Apostolica, para desacreditar su conducta, y desau- 
torizar la presente disciplina», juicio que califica de error herético 


2007, p. 107. Ciertamente también encontramos semejanza en este punto 
respecto al juramento que estaban obligados a prestar los párrocos de la 
provincia. 

85 Según consta en su versión digitalizada, fue publicado por la Im- 
prenta Patriótica de Nicolás Calvo y Quixano, y se encuentra disponible en el 
siguiente enlace de la Biblioteca Nacional de Colombia: https://catalogoen- 
linea.bibliotecanacional.gov.co/client/es_ES/search/asset/107400 

86 José Antonio de TORRES Y PEña, «Precaución contra el Manifiesto, 
que trata de alucinar a los sencillos, y cohonestar el cisma del Socorro», 1811, 
Santafé de Bogotá, pp. 3-4. 
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atacando aquellas tesis sobre la antigua historia de la Iglesia en 
los siguientes términos: «Los hereges, [...] para investirse el falso 
título de reformadores, sinque los haga odiosos la novedad, ni se 
les acuse de novadores, se cubren con el respeto de la antigiledad: 
fingen que tratan de restituir la disciplina antigua, y no se emba- 
razan en acusar á la Iglesia de errores intolerables»*”. 


Apoyado en historiadores de la Iglesia como Amat de Gra- 
veson, continúa enfatizando que «ni la potestad de orden, ni la 
potestad de jurisdicción la cometió nuestro Señor Jesuchristo al 
comun de los fieles», subrayando que el papel de los fieles en 
las elecciones de Obispo en los primeros siglos cristianos era de 
simple concurrencia o, acaso, de propuesta del más idóneo para 
el cargo*?, para señalar que, en todo caso, la elección de Obispos 
según la disciplina antigua no puede confundirse con la potestad 
de erigir el Obispado?”. 


En una larga y erudita exposición, el padre Torres rebate las 
alegaciones del Manifiesto respecto a la necesidad de regresar a la 
primitiva disciplina recordando que los abusos llevaron al desuso 
de tales prácticas e incluso su condena. Además, enfatiza en las 
confusiones deliberadas entre la elección de Obispos y la erección 
de Obispados, de manera que las consecuencias de su argumenta- 
ción conducen a la afirmación de la suprema autoridad del Papa”. 


En cuanto al patronato, recuerda que «la Autoridad del Pa- 
tronato, no ha sido siempre necesaria; y aunque es cierto, que en 
virtud de los concordatos, y segun la disciplina que ahora nos 
rige; se requiere en lo presente, esto es supuesta ya la ereccion 
de Diocesi, hecha por la legítima Autoridad de la Iglesia»”, al 


87 Ibid, p.11. 

88 Ibid., p. 15. 

89 Pues la potestad de erigir Obispados «sea en la disciplina antigua, 
o en la nueva, requiere y presupone la ereccion de la Iglesia separada, hecha 
por la legítima Autoridad de la potestad Eclesiastica. Sin este previo re- 
quisito, ningun Canonista ignora, que toda eleccion á que se proceda, con 
qualquier pretexto es un verdadero cisma». 7bid., p. 19. 

90 Dice Torres: «¿No es el Soberano Pontifice Romano, el que tiene 
por Nuestro Señor Jesucristo la inspeccion, y el cuidado de toda la Iglesia, 
como legítimo sucesor de San Pedro”», ¿bid., p. 45. 

91 Ibid., p. 55. 
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tiempo que afirma que si la disciplina es variable, no puede serlo 
«según el capricho, y antojo de los Pueblos, ni de los particulares, 
sino segun las disposiciones sapientisimas de la Iglesia», entre las 
cuales se encuentran los cánones y concilios, así como las bulas 
y decretales de los papas”. 


Vemos asi el contraste entre la posición del autor del Mani- 
fiesto y la del autor de la Precaución respecto a las consecuencias 
de la soberanía de los pueblos: mientras el primero sostiene el 
derecho de patronato del cuerpo que se autoproclama sobera- 
no y, como resultado de este derecho, se arroga la facultad para 
modificar la disciplina eclesiástica (es decir, de la soberanía se 
derivan potestades sobre la Iglesia), el segundo insiste en que el 
fundamento de legitimidad de las potestades eclesiásticas es de 
origen divino y reside exclusivamente en la silla petrina”. 


Como corolario, Torres y Peña imputa al Socorro el uso del 
patronato como usurpación, concluyendo del siguiente modo: 


«Los Pueblos no han hecho otra cosa, que nombrar quienes 
los gobiernen, durante el cautiverio de su Rey. Ellos podrán 
disponer de las facultades, que han recaido en ellos, para de- 
positarlas en sus Congresos. Pero como no es parte esencial, 
ni integrante de la Soberania el derecho del Patronato, sino 
una preeminencia, una prerrogativa, un privilegio peculiar 
á un Rey Católico benemerito, de la Iglesia; aun quando se 
quiera conceder que los Pueblos se han hallado de repente 
con toda la Soberania en sus manos, para guardarsela á 
su Rey, y ponerla en deposito durante la cautividad del 
legítimo Soberano, no puede haber recaido en ellos, lo que 
no es parte de esta Soberania, sino un privilegio personal, 
que condecora al Soberano: y por consiguiente no pueden 
depositar lo que no ha recaido en ellos»”. 


92 Ibid., p. S8. 

93 Sigue Torres y Peña más adelante: «El Pueblo, por qualesquiera 
parte que se considere, y con qualquiera autoridad, que se le conceda en 
una revolucion política, tendrá facultades en lo temporal, y civil; pero no 
las tiene jamás en lo espiritual, y Eclesiastico, ni puede derogar las leyes de 
la Iglesia, ni trastornar su disiplina», ibid., pp. 59-60. 

94 Ibid., p. 64. 
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Al comentar este último pasaje, Rafael Gómez Hoyos afirma 
que Torres y Peña «parece admitir el principio del origen popular 
de la autoridad política para las cosas civiles»”; sin embargo, 
creemos que esta percepción se basa en la suposición de que el 
planteamiento hipotético que se encuentra presente en este frag- 
mento no se ha hecho en gracia de discusión, sino con la preten- 
sión de reconocer el principio del origen popular de la autoridad, 
lo cual es problemático considerando que en distintas y rerteradas 
oportunidades este personaje critica sistemáticamente este prin- 
cipio, como en el citado fragmento en el que trata de los sucesos 
de la revolución en Santafé. 


Como sea, el episodio del cisma terminaría por traer mayo- 
res disputas políticas entre los distintos cabildos de la provincia, 
como el de San Gil que se opuso a la creación del Obispado 
desde el primer momento y cuya tensión escalaría casi al punto 
de resolverse por las armas”, 


Por lo demás, teniendo las amenazas de excomunión por 
parte de los gobernadores del Arzobispado en Santafé y echando 
de menos la confirmación nunca aparecida de la Santa Sede, el 
asunto fue entrando, poco a poco, en el olvido a medida que las 
retractaciones iban teniendo lugar, entre otras razones porque el 
Obispo electo apelaba a la indiferencia de estos hechos desde la 
capital mientras asistía como diputado del Socorro a la instala- 
ción y sesiones del primer Congreso del Reino. 


Finalmente, con el afán de ser admitido nuevamente en 
el coro de la Catedral de Santafé, Rosillo decidió solicitar una 
audiencia con los gobernadores del Arzobispado para rogar el 
perdón que sus colegas, también notables canónigos que asiml- 
laban y coadyuvaban a la transformación del gobierno temporal, 
fácilmente terminaron otorgándole. El auto de sobreseimiento 
definitivo cierra el expediente”. 


95 Rafael Gómez HovYos, «La soberanía popular en los escritos de 
los doctores José Otero y José Antonio de Torres», en La revolución gra- 
nadina de 1810, Bogotá, ed. Instituto Colombiano de Cultura Hispánica, 
1982, p. 371. 

96 Horacio RODRÍGUEZ PLATA, op. cit., p. 205. 

97 Ibid., p. 214. 
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4. Conclusiones 


Hemos seguido a lo largo de este capítulo el interesante de- 
sarrollo de las ideas de Constitución en la primera provincia del 
mundo hispano que adoptó documentos para la transformación 
hacia la modernidad política. Este rico acervo ideológico y docu- 
mental demuestra que, si bien en circunstancias politico-militares 
atípicas, los protagonistas de estos cambios se sirven de un arsenal 
que florecía y maduraba con varias décadas de antelación a la de 
la crisis monárquica de 1808. 


La generación criolla que consumaría esta revolución polí- 
tica ciertamente fue educada y formada en las ideas de la Ilus- 
tración española. Su lenguaje, sus pretensiones, sus acusaciones 
y sus medidas demuestran que, lejos de causar una ruptura con 
el pensamiento de la monarquía tardía del siglo XVIII, existen 
continuidades profundas en la visión política, pedagógica y hasta 
religiosa entre los innovadores y los intelectuales y las autoridades 
del sistema político anterior. No significa por ello, sin embargo, 
que tales continuidades no se manifestaran en el plano público y 
visible en la forma que, poco después, daría lugar a una ruptura 
política. Lo paradójico de este asunto es que esta generación se 
valiera de los medios y recursos que la monarquía borbona le 
otorgó mediante la transmisión de las ideas ilustradas en su ver- 
sión española para separarse de ella, más allá de que los motivos 
de la posterior independencia política fueran premeditados, de- 
liberados o efectos inesperados de las irregulares circunstancias 
en las que se dio la crisis. 


Hemos encontrado en el pensamiento constituyente del So- 
corro elementos de respuesta a la crisis monárquica, al tiempo que 
herramientas jurídico-políticas para que tal respuesta permitiera 
una transformación del gobierno que facultara a estos criollos, 
tan cercanos al despotismo ilustrado, a realizar sus deseos de 
gobierno. La crisis fue, sencillamente, una oportunidad tal vez 
inesperada para poner en práctica unas aspiraciones de autono- 
mía de gobierno que favorecieran la experimentación con ideas 
novedosas. 


No obstante, es necesario aclarar que estas innovaciones se 
verían sometidas a la evolución de la crisis militar, con lo cual la 
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reacción a ésta encontrará también una actitud de realismo politi- 
co por parte de los criollos en la medida que una transformación 
demasiado brusca podía haber echado a perder sus esfuerzos, 
teniendo en consideración los desvaríos que la Revolución Fran- 
cesa había publicitado por doquier (y que, en muchas ocasiones, 
los protagonistas de nuestra revolución también temían). 


Y resulta interesante observar que esta actuación táctica 
tiene, así mismo, asiento en la actitud ilustrada que ha descrito 
Sánchez Agesta: «[...] hallamos en las figuras más representativas 
[del despotismo ilustrado] dos capas diversas de pensamiento. 
Una representa el saber esotérico de esa minoría ilustrada, que 
cabildea en academias y tertulias; otra, superpuesta a la ante- 
rior y a veces en curiosa contradicción con ella, que constituye 
el pensamiento que los iniciados estiman posible o prudente dar 
al público»?. 

En todo caso, la convulsión de los tiempos exigía que las 
nuevas aproximaciones se adaptaran, a su vez, al medio en el que 
se materializaban; por eso es notable que esta herencia ilustrada 
a la española, de naturaleza ecléctica como hemos dicho antes, 
encuentre en diferentes fuentes doctrinales las claves para el va- 
cio de legitimidad que ha dejado el rey ausente, aunque a simple 
vista parezcan contradictorias: desde la afirmación de la sobe- 
ranía reasumida por los pueblos (o «el Pueblo», como declaran 
en ocasiones las fuentes estudiadas), producto de la adopción de 
teorías moderadas del contrato social (provenientes generalmente 
del mundo protestante), hasta las corrientes regalistas y galicanas 
procedentes del derecho divino de los reyes practicado, con mayor 
o menor intensidad, por el absolutismo monárquico. 


En este sentido, es sumamente sugerente que las declaracio- 
nes político-jurídicas de los cuerpos políticos instalados durante 
1810 en El Socorro hayan derivado en conclusiones respecto a la 
autoridad y organización de la Iglesia. Desde luego que conside- 
ramos estimulante para la ciencia historiográfica profundizar en 
las consecuencias eclesiológicas de las transformaciones políticas, 
pues en el centro de la discusión sobre la organización del poder 


98 Luis SÁNCHEZ ÁGESTA, El pensamiento politico del despotismo ilus- 
trado..., cit., p. 90. 
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civil encontramos también la referencia a un vínculo social que ha 
mudado, de modo que los efectos del cambio político cuestionan 
(o cuando menos polemizan), por su parte, los fundamentos de 
legitimidad de las relaciones entre gobierno secular y autoridad 
espiritual. 


Por último, no podemos dejar de señalar que esta novación 
del vínculo social, con una de sus principales caracteristicas que 
es la necesidad de consentimiento del mismo y su obligatoriedad, 
aplicado tanto en lo político como en lo religioso, se ha traducido 
en Ocasiones que recuerdan acontecimientos de la Revolución 
Francesa, aunque su influencia no haya sido necesariamente la 
preponderante en el caso analizado. 


No deja de sorprender que, llevada hasta sus últimas conse- 
cuencias, la afirmación de la soberanía popular (aunque fuera de 
manera moderada y con la figura de la reasunción de derechos) 
comporte similares sucesos: las persecuciones a quienes se opon- 
gan. Los testimonios brevemente expuestos en este capítulo que 
muestran la hostilidad de la Junta del Socorro respecto de aquel 
clero que osaba desaprobar la erección de un Obispado, realizada 
en nombre de la soberanía y sin la concurrencia de las autorida- 
des eclesiásticas, evocan los de la Constitución civil del clero en 
Francia. No sostenemos que hayan sido de la misma magnitud 
sus resultados, pero sí insistimos en la identidad de sus principios 
y el lógico desprendimiento de consecuencias similares. 


Notamos, pues, que las declaraciones de soberanía, por efec- 
to deliberado o por desenlace imprevisto, obran también en otros 
campos como el religioso y que, de principios políticos nuevos, 
surgen consecuencias jurídicas prácticas que dan cuenta de la 
disolución de un antiguo vínculo y la aparición de un lazo social 
que se moldea bajo el designio racional-normativo de la Cons- 
titución. 
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